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Durante las dos últimas décadas, se ha podido observar en casi todos los países un incremento considerable de la criminalidad y la aparición y desarrollo de un nuevo fenómeno: el sentimiento de inseguridad de los ciudadanos; asimismo, un retorno a políticas criminales centradas en la represión. Ante la incapacidad de las clásicas políticas destinadas a la reducción de la delincuencia, y teniendo en cuenta los costos cada vez mayores tanto de ésta como de los organismos oficiales previstos para su tratamiento, han surgido nuevos modelos y enfoques más prometedores en la materia. Tal es el caso de los enfoques “situacional” (que se está aplicando con éxito en los países anglosajones y escandinavos) y "sociopreventivo" (privilegiado en Europa y Canadá). Ambos implican la participación de la comunidad en los campos citados. 

En América Latina, la literatura sobre las nuevas tendencias antes citadas es prácticamente inexistente, limitándose a menudo, cuando la hay, a la simple exposición de prácticas antiguas que nunca fueron evaluadas. Por ello, el principal objetivo de esta monografía es ofrecer sobre todo al lector del continente una visión panorámica, moderna e integrada sobre el clásico tema de la prevención del delito, poniendo a la disposición de las autoridades, organismos y especialistas interesados en el tema sus principales aspectos. 

Este trabajo comprende tres capítulos. En el primero se presenta brevemente la problemática. El segundo está dedicado a la exposición del marco teórico-conceptual aplicable a la materia. En el tercer capítulo se propone un modelo cruzado (situacional y social) de prevención, con respecto al cual se analizan los diversos y posibles niveles de intervención y las etapas que debieran seguirse para su aplicación y evaluación. Finalmente, se ofrecen algunas conclusiones sobre lo tratado.
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Introducción

La historia demuestra que la necesidad de seguridad ha sido siempre uno de los principales resortes de la vida social organizada, y garantizarla, un aspecto esencial de la legitimación del poder ejercido en cualquier comunidad por sus gobernantes. Asimismo la historia es perenne testigo de la existencia de formas de comportamiento juzgadas inaceptables por la colectividad.


Ante la realidad del crimen, la solución utilizada más frecuentemente ha sido el recurso a la vía represiva, oficialmente representada por el sistema penal. Sin embargo, desde la aparición, a finales del siglo XVIII,  de las primeras escuelas de derecho penal, se ha considerado que la prevención del delito podía constituir un objetivo importante de dicho sistema, ya por el poder de intimidación general que la amenaza de una pena debe ejercer sobre los ciudadanos, ya mediante la aplicación de métodos orientados a la rehabilitación de los infractores condenados. Asimismo se ha estimado tradicionalmente que la prevención del delito representaba una de las funciones esenciales de la policía.


Hasta hace apenas unas décadas, las críticas formuladas a estos fines ideales asignados a la intervención penal se han caracterizado por su naturaleza abstracta e ideológica. Sólo en fechas relativamente recientes se han realizado investigaciones empíricas sobre su real impacto, casi exclusivamente en los países pertenecientes a la familia jurídica del common law; los resultados obtenidos indican la escasa eficacia de tales fines como métodos capaces de enfrentar el fenómeno delictivo.


También se ha podido observar en casi todos los países durante las dos últimas décadas un incremento considerable de la criminalidad y la aparición y desarrollo de un nuevo fenómeno: el sentimiento de inseguridad de los ciudadanos. Asimismo, un retorno a políticas criminales centradas en la represión, pudiendo mencionarse como indicadores de este cambio las reforma legales orientadas al incremento de la severidad de las penas y la reducción de la edad para poder ser penalmente responsable, una mayor presencia policial y un recurso cada vez más frecuente a la pena privativa de libertad. 

Sin embargo, la investigación criminológica indica el escaso -e incluso nulo- impacto de este tipo de medidas en la reducción de la delincuencia
, así como los cada vez mayores costos tanto de ésta como de los organismos oficiales previstos para su tratamiento. 

Ante esta situación, han surgido nuevos modelos y enfoques en la materia. Su experimentación y evaluación parecen indicar que son más prometedores que los existentes. En el sector policial, los países más avanzados están experimentando el modelo de policía comunitaria o de proximidad, y en materia de prevención, el enfoque “situacional” se está aplicando con éxito en los países anglosajones y escandinavos, mientras que en Europa (donde se han creado Consejos nacionales para la prevención del delito) y Canadá se enfatiza en la prevención sociopreventiva. Estas tendencias implican además la participación de la comunidad en los campos citados. 

Actualmente, no se suele poner en tela de juicio la importancia de la participación comunitaria en las estructuras políticas y sociales. Como expresión social, se trata de una necesidad histórica, ya que refleja tendencias seculares del ser humano a ser actor y artesano de su vida social y, por consiguiente, de las estructuras que determinan la calidad de la misma. Políticamente, es también un acto significativo en la medida en que, mediante dicha intervención, se ejerce un derecho fundamental sin el cual la democracia queda reducida a una simple formalidad.

Sobre estos temas, y en los países mencionados, la bibliografía es abundante y numerosos congresos, seminarios y otras actividades similares, generalmente basados en experiencias sometidas a evaluación, han dado lugar a importantes reflexiones y acciones procedentes de las autoridades oficiales implicadas y de la sociedad civil.

Desafortunadamente, en América Latina, nunca ha habido experiencias similares, y la literatura sobre las nuevas tendencias antes citadas es prácticamente inexistente, limitándose a menudo, cuando la hay, a la simple exposición de prácticas antiguas que nunca fueron evaluadas
. 

Por ello, el principal objetivo de esta monografía es ofrecer sobre todo al lector latinoamericano, en forma sencilla pese a la complejidad de la materia, una visión moderna e integrada sobre el clásico tema de la prevención del delito. Con ello se pretende poner a la disposición de las autoridades, organismos y especialistas interesados en el tema sus principales aspectos. La creciente preocupación de los ciudadanos ante el problema de la seguridad exige acciones concretas y eficientes, siendo el deber de los gobernantes responder a tales demandas en forma urgente, racional y consistente. Este tipo de inquietudes no debe llevar, sin embargo, al descuido de medidas más amplias destinadas a actuar sobre las causas profundas de la delincuencia. 

La exposición se hace en tres capítulos. En el primero se presenta brevemente la problemática. El segundo está dedicado al marco teórico-conceptual aplicable a la materia. En el tercer capítulo se propone un modelo cruzado de prevención, con respecto al cual se analizan los diversos y posibles niveles de intervención y las etapas que debieran seguirse para su aplicación y evaluación. Finalmente, se ofrecen algunas conclusiones sobre lo tratado. 

La problemática

La concepción y aplicación de los diversos modelos de prevención tienen su origen en los hechos delictivos y en el sentimiento de inseguridad que dichos actos generan, así como en las deficiencias del sistema penal, en principio previsto para enfrentarlos.

A. La criminalidad
Una de las características comunes de la mayoría de los países occidentales durante los últimos cincuenta años ha sido el incremento constante y considerable de la criminalidad. 

Sin embargo, desde finales de los años 80, algunos países (sobre todo Estados Unidos y Canadá) están registrando bajas -a veces importantes- de los índices delictivos. En sí mismo, este fenómeno no constituye nada nuevo, ya que en tales países ha habido períodos con disminuciones de la delincuencia; lo que puede ser criticable es la atribución abusiva de tal hecho a determinados factores (por ejemplo, una mayor eficiencia de los servicios policiales o a la instauración del modelo de policía comunitaria, el incremento de las penalidades en la legislación, una mayor severidad de las decisiones judiciales)
. 

En América Latina, pese a la inexistencia y/o poca confiabilidad de estadísticas criminales y a las diferencias en la forma de recopilar y clasificar los delitos descubiertos por la policía o denunciados a este organismo o a las autoridades judiciales, algunos datos permiten establecer con respecto a los últimos años ciertas tendencias comunes en materia de criminalidad
. Estas tendencias apuntan a lo siguiente:

· continuos incrementos en los índices de la criminalidad, particularmente significativos en la presente década, siendo de destacar un mayor crecimiento en las tasas en los delitos contra la vida y la integridad física de las personas
;

· una mayor participación de los jóvenes en la delincuencia, sobre todo organizada ;

· una relación cada vez más estrecha entre la delincuencia, individual y organizada, y la problemática de la droga y el narcotráfico;

· la internacionalización del delito, que no conoce fronteras geográficas; tal es el caso del tráfico de armas y drogas, del contrabando de mercancías y animales, del robo de automóviles y del “coyotismo” (trasiego de inmigrantes ilegales).


Aunque las estadísticas criminales de los países latinoamericanos no ofrecen en general datos sobre las víctimas del delito, algunas encuestas de opinión pública muestran porcentajes importantes de victimización, superiores a los registrados en los países más avanzados
.
B. El sentimiento de inseguridad

El fenómeno criminal suele constituir en la mayoría de los países uno de los principales problemas sociales. Todos los grupos y categorías de ciudadanos estiman que la delincuencia aumenta sin cesar -lo que suele corresponder a la realidad-, consideran inseguros el país, la ciudad, el barrio, la calle o el hogar donde viven y vaticinan ser asaltados o robados en los próximos meses; esta opinión está mucho más acentuada entre los residentes de los centros urbanos y las personas de sexo femenino y edad avanzada
. Así, en Costa Rica, las encuestas citadas mencionan regularmente la delincuencia como uno de los tres principales problemas del país y señalan el empeoramiento progresivo de la seguridad ciudadana, y en El Salvador, la encuesta llevada a cabo en mayo de 1996 indicaba que el crimen era el principal problema del país (así opinaba el 64,4% de los entrevistados), mucho antes que el desempleo (el 8,3%), la pobreza (el 8,2%), la economía (el 7,9%), la inflación (el 3,5%), la corrupción (el 1,6%) y la desintegración familiar (el 1%).

La criminalidad y el sentimiento de inseguridad suponen costos considerables para cualquier país. Costos económicos en primer lugar, directamente imputables, sea a la comisión de una infracción (por ejemplo, pérdidas sufridas como consecuencia de un robo o una estafa, daños resultantes de actos de vandalismo o de incendios criminales), sea a la reacción social oficial frente a ella (intervenciones policial, judicial y penitenciaria; indemnización y asistencia a las víctimas). Una parte de estos costos debe ser asumida por todos los contribuyentes (así, las medidas de protección consistentes en la instalación de rejas o sistemas de alarma, la compra de armas o de perros, la contratación de servicios privados de seguridad
), mientras que otra afecta a los consumidores de ciertos servicios (seguros contra robos o daños en casas o vehículos; productos cuyo precio se fija de manera a reducir o eliminar las pérdidas resultantes de determinados delitos tales como los hurtos en grandes establecimientos comerciales). Costos sociales en segundo lugar, no siempre fácilmente evaluables, relacionados con las consecuencias del delito sobre la víctima (heridas, traumatismos psicológicos, modificaciones en el estilo de vida, sentimiento de temor), el infractor (deterioro de relaciones familiares y sociales, gastos de su encarcelamiento y pérdida de su productividad) y la sociedad (empeoramiento de la calidad de vida, creciente sentimiento de inseguridad, disminución del turismo, mayores demandas de severidad y punitividad en la reacción social oficial)
.


Con la excepción de algunos datos que se indicarán en la próxima sección, no existe en América Latina información sistematizada sobre los costos del delito.

C. Factores asociados a la delincuencia

La búsqueda de las “causas” de la delincuencia ha sido, desde la aparición de la Escuela Positivista a finales del siglo pasado, uno de los principales temas de la criminología tradicional; sin embargo, ya Ferri subrayaba la necesidad de un enfoque multifactorial. Hoy día, cuando se procede al examen de las condiciones que contribuyen a la delincuencia, se reconoce generalmente que ésta no se puede atribuir a una única causa, sino que resulta de la interacción de un grupo numeroso y variado de factores (pobreza, desempleo, brutalidad y abusos sexuales, analfabetismo, fracasos escolares, viviendas inadecuadas, familias disfuncionales y otros). La mayoría de las observaciones resultantes de la investigación sobre el tema se han expresado en términos de correlaciones, lo que ha dado lugar a generalizaciones y estereotipos.


Más recientemente, se han llevado a cabo, sobre todo en Estados Unidos, Canadá, Gran Bretaña y Francia, estudios basados en confesiones de delincuentes, en el examen de expedientes de detención de infractores con un importante pasado judicial y, en particular, en estudios longitudinales sobre muestras representativas de jóvenes cuyo comportamiento se ha seguido desde la infancia hasta la edad adulta. Estas investigaciones, cuyos resultados son mucho más convincentes que los obtenidos tradicionalmente para una mejor comprensión de la dinámica criminal, de los factores que la influencian y de las medidas que puedan ser adoptadas, indican entre otras cosas lo siguiente: 

· la mayoría de los delitos son cometidos por una minoría de infractores de sexo masculino;

· la delincuencia se manifiesta a menudo desde una edad precoz (cada vez más baja), adoptando a menudo progresivamente formas violentas; 

· conviene distinguir entre los infractores ocasionales (el grupo más importante, con respecto al cual están generalmente concebidos y aplicados los programas de prevención) y los persistentes (reincidentes); 

· entre los factores asociados a la delincuencia se destacan la edad, el sexo, la pobreza, las experiencias de la infancia (en especial, las relaciones padres-hijos), la influencia de amigos y de la escuela, el ingreso familiar, las condiciones de vida, el empleo, la vivienda, las relaciones conyugales y el consumo de alcohol y drogas, siendo en cambio menos claros los efectos de la violencia en la televisión
.


En América Latina, no existen estudios de esta naturaleza. En Centroamérica, sin embargo, pese a la diversidad de la problemática social de los países que la conforman, pueden mencionarse diversos factores relacionados con la criminalidad, algunos de los cuales son comunes a las demás regiones del continente. Se trata de:

· una prolongada situación de guerra fratricida, con importantes secuelas tales como acentuados patrones de conducta basados en la violencia o procesos de desmovilización, que han lanzado a menudo a quienes engrosaban los ejércitos y las fuerzas irregulares a las filas de la delincuencia común y organizada;

· un grave deterioro de las condiciones socioeconómicas de las grandes mayorías, así como de los mecanismos tradicionales de socialización (familia, sistema educativo, etc.), lo que, lejos de neutralizar, tiende más bien a propiciar conductas delictivas;

· patrones de consumo que no guardan relación ni con la estructura productiva de los países ni con el poder adquisitivo del ciudadano ordinario;

· las características geográficas de la región, que facilitan la comunicación entre ambos océanos y entre el norte y sur del continente americano, condiciones propicias sobre todo para la intervención de la delincuencia internacional y el crimen organizado en lo que respecta al tráfico de drogas, automóviles robados e inmigrantes ilegales
.

D. La justicia penal

A la opinión generalizada según la cual el sistema de justicia penal atraviesa desde hace mucho una grave crisis puede añadirse, en las últimas décadas, la observación de serias limitaciones con respecto a su forma de intervención en materia de seguridad ciudadana. 

La investigación muestra, entre otros aspectos generales
, los siguientes problemas, aplicables también a los países latinoamericanos: 

· la ausencia de una política integral y coherente en materia de seguridad ciudadana y prevención del delito;

· el desfase entre los objetivos ideales del sistema penal y las necesidades y expectativas de los ciudadanos;

· el escaso conocimiento que la población suele tener de las leyes y del funcionamiento del sistema penal;

· una intervención policial caracterizada en términos generales por un desempeño ineficiente en la lucha contra la delincuencia y por prácticas autoritarias y corruptas. Esta situación está asociada, entre otros, a factores tales como: 1) la indiferencia y desconfianza que muestra la comunidad hacia la policía (como parece indicarlo la falta de colaboración de los ciudadanos cuando se trata de denunciar un delito, testimoniar sobre lo acaecido o participar en actividades de prevención)
; 2) la indefinición y ambigüedad de la función policial (defensa nacional vs. defensa ciudadana, policía militar vs. policía civil, etc.); 3) la ausencia de un modelo funcional y organizativo que permita revertir las tendencias centralizadoras y extremadamente jerárquicas de la actual organización; 4) inadecuados recursos tecnológicos, en particular en las áreas de investigación; 5) la ausencia de mecanismos efectivos de control civil (internos y externos) de las acciones policiales que permitan, no sólo mejorar su eficacia, sino también proteger al ciudadano de los abusos en que pudiera incurrir la institución policial; 6) en algunos países (por ejemplo, Argentina, Brasil, Costa Rica, México, Venezuela), el excesivo número de cuerpos policiales, con poca coordinación entre sí; y 7) la insuficiente preparación en las áreas de investigación e inteligencia, no sólo para facilitar el curso de los procesos judiciales, sino para prevenir y combatir con más eficiencia el crimen transnacional (terrorismo, narcotráfico, etc.);
· una intervención judicial percibida negativamente por numerosos sectores de la población a causa sobre todo de su carácter poco represivo (tanto en términos de la severidad de las penas como de la certeza de su aplicación) y de problemas de tipo sustantivo y Administrativo que afectan la celeridad de los procesos judiciales, con consecuencias directas en el sistema penitenciario;
· sistemas penitenciarios caracterizados, entre otros aspectos, por la escasa efectividad de los programas de rehabilitación de los infractores condenados, la cual puede evaluarse en función de las tasas de reincidencia (se estima que más del 60% de los delincuentes liberados cometen un nuevo delito); las deficientes condiciones de los centros penales (sobrepoblación, infraestructura, ausencia de separación entre los reclusos), que tienden a estimular y profundizar en los reos conductas y patrones delictivos; y la utilización poco racional de instrumentos tales como la libertad bajo fianza y la libertad condicional, usadas a menudo sin consideración de la peligrosidad de los detenidos;

· finalmente, la ausencia de consideración de la víctima, tanto en su calidad de parte esencial del proceso penal como de sujeto merecedor de programas de asistencia.

El marco teórico-conceptual

La prevención del delito se ha convertido en una de las prioridades de los gobiernos en materia de política criminal. En este campo se necesitan, sin embargo, nuevos planteamientos.


Con respecto a la prevención, por las siguientes deficiencias principales: 1) la imprecisión -y a menudo la inadecuación- de lo que significa este término; 2) la falta de información y de conocimientos en este sector, por una parte, y, paradójicamente, la proliferación de programas, por otra; 3) la insatisfacción general ante las medidas preventivas habituales; 4) la ausencia de continuidad en las acciones emprendidas; 5) la falta de coordinación entre los organismos que se ocupan de ella y la ausencia de responsabilidades precisas de los mismos; 6) el escaso apoyo profesional y material necesario para una acción eficaz en este sector; y 7) la relativa ausencia de participación de la comunidad en la prevención del delito.


En este capítulo se analizan los problemas relacionados con las definiciones, tipologías, enfoques y bases teóricas en materia de prevención, así como los principios y condiciones de éxito del enfoque aquí retenido.


A. Definiciones

Como otros términos del vocabulario de las sociedades contemporáneas (por ejemplo, libertad, solidaridad o justicia), la expresión “prevención de la delincuencia” posee un fuerte contenido ideológico y emotivo. La utilización de lemas tales como “más vale prevenir que reprimir” o “prevengamos el delito” suele movilizar a gobernantes, asociaciones y multitudes, pero la ausencia general de una definición previa y operativa ha ocasionado a menudo malentendidos y decepciones
. Por esta razón, el estudio del tema debe ser precedido por su definición, que, en épocas recientes, está generalmente vinculada a las tipologías y enfoques privilegiados en esta materia.


En un sentido amplio, se considera que la prevención es el conjunto de medidas destinadas a impedir o limitar la comisión de un delito
.


De las definiciones indicadas a título de ejemplo se desprende una primera observación: para los autores mencionados, deben excluirse del campo de la prevención las medidas de intervención penal o para-penal tales como las consistentes en el posible efecto intimidante de la acción policial (patrullas, investigación criminal) o de la sanción penal, o las que persiguen la neutralización o rehabilitación del infractor, la indemnización a la víctima o la desjudicialización
.  


Una segunda observación concierne las medidas de carácter social, la mayoría de las cuales no tienen necesariamente como objetivo principal la reducción de la delincuencia sino la mejora de las condiciones de ciertas categorías sociales -sobre todo las más desfavorecidas- mediante la instauración de programas de ayuda material y moral. Este tipo de medidas puede tener algún efecto sobre los índices y formas de delincuencia, tratándose sin embargo de un efecto inducido resultante de acciones con otra meta principal
.


Esta observación plantea además el clásico problema de las “causas” de la delincuencia. Con respecto a él, ciertos especialistas consideran que el término “causa” debe interpretarse en el sentido amplio de todo lo que puede influir en la probabilidad de comisión de un delito. Algunas causas están relacionadas con las características y modo de vida de ciertos individuos (costumbre de faltar a la escuela, frecuentación de camaradas delincuentes, impulsividad, permisividad de los padres), mientras que otras provienen de determinadas circunstancias que los llevan a esperar procurarse beneficios ilícitos, fáciles y rápidos, sin correr para ello ningún riesgo de sanción. En este sentido, deben distinguirse entre las causas próximas y lejanas de la delincuencia. Las causas próximas son aquellos factores directamente relacionados con un hecho delictivo y cercano, tanto en el tiempo como en el espacio; la primera de ellas es el delincuente potencial, o sea, el individuo motivado para perpetrar una infracción y desprovisto de controles personales y sociales; la segunda, la situación precriminal o conjunto de circunstancias que favorecen la comisión de un delito con provecho y sin excesivo riesgo. Las causas lejanas son los factores que sólo ejercen una influencia indirecta y a largo plazo en la aparición de un delito (familia, empleo, vivienda, salud, etc.)
.


Una tercera observación se refiere a las definiciones de carácter funcional. En estos casos, como se verá más adelante, se trata más bien de una clasificación de las medidas preventivas de acuerdo con la manifestación esperada de sus resultados en términos temporales (corto, mediano o largo plazo)
.



Como puede verse, pese a la existencia de algunos elementos comunes en las definiciones expuestas -la prevención supone anticipar o evitar la comisión de un delito-, no hay acuerdo cuando se trata de precisar lo que se pretende evitar o anticipar y de determinar las estrategias y modalidades de acción necesarias para la realización de este objetivo. En general, se considera el delito como algo negativo, atribuible a determinadas causas o circunstancias asimismo negativa (desorganización familiar, pobreza, etc.). Existen, sin embargo, conductas ilícitas que no parecen deberse a factores de esta naturaleza y con respecto a las cuales la voluntad política para reprimirlas o prevenirlas deja mucho que desear; tal es el caso de los hurtos en grandes almacenes, las estafas cometidas mediante la utilización de tarjetas de crédito y, en general, los llamados delitos de cuello blanco
. 

B. Tipologías y enfoques

Ya se ha indicado que en materia de prevención del delito existen diversas concepciones y tipologías, señalándose seguidamente las más conocidas. De acuerdo con la interpretación más clásica y globalizadora, el Estado puede intervenir en tres formas: por la vía legislativa (mediante la amenaza de la sanción penal o la promulgación de leyes especiales destinadas a impedir que surjan determinadas situaciones), por la vía judicial (gracias a la aplicación efectiva de los textos legales -prevención general- o a la individualización de la pena para evitar la reincidencia-prevención especial) y por la vía administrativa (recurriendo a la acción policial -patrullas, registros, controles, etc.- o social)
.

Según otra interpretación, conviene distinguir entre prevención primaria (el conjunto de medidas -en materia de salud, educación, empleo, vivienda, etc.- tendentes a modificar las condiciones criminógenas del entorno social y mejorar la calidad de vida de los ciudadanos), secundaria (las acciones destinadas a grupos o poblaciones que presentan un riesgo particular de delincuencia, tales como los estudiantes o los adolescentes residentes en barrios desfavorecidos) y terciaria (dirigida a la prevención de la reincidencia, a través de acciones individualizadas de readaptación social o de neutralización)
. 


Algunos autores han resumido los diversos sistemas de clasificación de las medidas de prevención en función de los niveles de la intervención (primaria,  secundaria y terciaria), del papel (activo o pasivo) desempeñado por los ciudadanos, del origen de la acción emprendida (estatal, corporativo o comunitario), del nivel de aplicación (individual o colectivo), de las causas de la criminalidad (medidas de carácter social o situacional), de su naturaleza (medidas mecánicas o sociales), de los factores del delito (medidas cuyo objeto es disminuir el deseo, capacidad u ocasión de los delincuentes) y de sus destinatarios (medidas generales y específicas); además, en la provincia canadiense de Quebec se distinguen las medidas que apuntan a una víctima o blanco potencial (disminuyendo su vulnerabilidad o su atractivo, lo que hace la infracción más difícil y menos ventajosa), a un infractor potencial y a infractores y víctimas actuales. En el Cuadro 1 se exponen estas tipologías, ilustradas con algunos ejemplos
.
Cuadro 1

Clasificación de las medidas de prevención de la delincuencia
	Criterios


	Categorías
	Ejemplos

	Niveles de

intervención
	Primaria

Secundaria

Terciaria
	Mejora calidad de vida

Identificación medio escolar

Reinserción del infractor

	Compromiso del

ciudadano
	Pasivo (evitar)

Activo (movilizar)
	Restricción salida la noche

Actividades de prevención

	Origen de la

acción
	Estatal

Corporativa

Comunitaria
	Campañas gubernamentales

Controles internos

Creación asociación de padres

	Nivel de

aplicación
	Individual

Colectiva
	Instalación de cerraduras

Protección del vecindario

	Causas de la

criminalidad
	Social

Situacional
	Programas educación popular

Modificación del entorno

	Naturaleza de

las medidas
	Mecánica/física

Social
	Instalación de cerraduras

Programas de información

	Factores del

delito
	Deseo

Capacidad

Ocasión
	Cierre de puertas

Reglamentos porte de armas

Campaña información jurídica

	Destinatarios
	General

Específica
	Campaña información pública

Colocación niños abusados en

   centros

	Modelo de

Quebec
	Blanco potencial

Víctima e infractor

   potenciales
	Programas recreativos

Reinserción social infractor


Fuente: Martine FOURCAUDOT y Lionel PREVOST, Prévention de la criminalité et relations communitaires, Montreal, MODULO, 1991,  p. 5.
Otra presentación, que agrupa diversos enfoques cruzados en la materia con vistas a obtener una definición funcional de la prevención, distingue entre las tres estrategias siguientes más frecuentemente utilizadas, de acuerdo con las cuales la prevención puede conseguirse mediante el desarrollo socioeconómico (este enfoque equivale a la prevención primaria, ya citada), la reducción de ocasiones propicias para la comisión de un delito (enfoque situacional, que se examinará más adelante con mayor detalle) y la responsabilización (individual o colectiva); la disuasión y represión (Cuadro 2)
.

Más recientemente, sin duda con un afán de simplificación, se distingue entre prevención social (acciones que apuntan a la eliminación o neutralización de los factores de la delincuencia) y situacional (la cual agrupa todas aquellas medidas que puedan dominar el entorno inmediato del delito mediante la disminución de las situaciones precriminales que favorecen la comisión del delito o el incremento de las posibilidades de captura de los infractores)
. Como esta clasificación será la base del enfoque aquí privilegiado, conviene analizarla con mayor profundidad.


La prevención social de la delincuencia, asimismo llamada “prevención de la delincuencia mediante el desarrollo social”, implica fundamentalmente intervenciones y programas, generalmente a largo plazo, orientados a mejorar el conjunto de las condiciones sociales y económicas que a menudo originan conductas criminales y/o favorecen su desarrollo. Este tipo de prevención se extiende, como ya se ha visto, a una amplia gama de factores relacionados con el delito, mediante acciones realizadas en el marco de diversas políticas de desarrollo social (por ejemplo, en materia de educación, salud, vivienda, seguridad de ingreso y servicios sociales). Los países de Europa continental y Canadá suelen aplicar este modelo.

Cuadro 2

Ilustración de un modelo con posibles estrategias

de disminución de la delincuencia

	Estrategias/

Receptores


	Poblac. general

(primaria)
	Poblac. en riesgo

(secundaria)
	Poblac.  en

conflicto con ley

(terciaria)



	PREVENCION

(acción s. causas)

-Desarrollo socio-

  económico

-Reducción de

  ocasiones

-Responsabili-

  zación
	Sistema universal

   guardería niños

   edad preescolar

Acceso educación

Modificación a

   normas de

   contrucción

   residencial o a

   planos  de

   urbanismo

Sensibilización a

   toxicomanías

Promoción del

   compromiso

   comunitario
	Apoyo a madres

   jóvenes

   monoparentales

Apoyo alumnos

   en dificultad

   para prevenir

   abandono escol.

Instalación de

   cámaras en

   comercios

Campaña contra

   vandalismo en

   barrios   

   afectados

Vigilancia

   comunitaria

   de barrio
	Tutoría

   comunitaria

   para liberados

Trabajos

   compensatorios

Condiciones de

   la libertad

   condicional

Reeducación de

   cónyuges

   violentos

Mediación

Grupos ayuda

   mutua de

   toxicómanos

	DISUASION


	Controles para la

   conducta   

   automóvil en

   embriaguez
	Programas sobre

   violencia

   conyugal
	Rapidez, certeza

   y graduación

   de la pena

	REPRESION


	
	Incremento de

   vigilancia en

   ciertos barrios
	Operaciones 

   especiales de

   la policía


Fuente: Partners in Crime Prevention: for a Safer Quebec, Report of the Task Force on Crime Prevention, 1993, p. 115.


El enfoque situacional, privilegiado en los países anglosajones y escandinavos así como en Holanda
, y más específico que el modelo anterior, ya que se dirige sobre todo a las víctimas potenciales de un delito, persigue la modificación del entorno y de ciertas situaciones, con la finalidad de dificultar las conductas criminales, disminuir la victimización y el sentimiento de inseguridad y aumentar las posibilidades de captura de los infractores. Como ejemplo de medidas de esta naturaleza pueden citarse la instalación de cerraduras y sistemas de alarma en residencias y comercios, una mejor iluminación de las calles y la vigilancia del barrio. Frecuentemente, la policía desempeña un papel preponderante en la elaboración y aplicación de este tipo de programas. 


Los dos modelos o enfoques que acaban de exponerse en forma somera deben ser considerados como tipos ideales, y su aplicación práctica plantea cierto número de problemas. En este sentido, la prevención situacional presenta el riesgo de movilizar sobre todo a las comunidades y barrios menos expuestos a la delincuencia, contribuyendo de la suerte a una separación más rígida entre zonas seguras y zonas con problemas; en cuanto a la prevención social, corre el riesgo de convertirse en una fórmula banal de la que se espera el financiamiento de actividades de animación sociocultural posiblemente desprovistas de cualquier impacto observable sobre la delincuencia. En suma, podría afirmarse que toda política de prevención oscila entre un exceso de especialización y demasiada generalidad
.



Por esta razón, algunos especialistas preconizan la combinación de ambos modelos
. De acuerdo con un esquema cruzado o híbrido (Cuadro 3), que presenta la ventaja de ser abierto y completo, se obtendrían dos tipos básicos: la prevención situacional, aplicable a las circunstancias que pueden favorecer la comisión de un delito, y la prevención social
, centrada en aquellos factores capaces de desarrollar o incrementar el potencial criminal de ciertos individuos con riesgos. Este último tipo puede a su vez dividirse en dos subcategorías: la prevención del potencial delictivo actual (por ejemplo, las medidas contra el absentismo escolar de adolescentes con riesgo) y la prevención del desarrollo de dicho potencial (es decir, aquellos factores socioeconómicos que contribuyen a propiciar tendencias delictivas).

Cuadro 3

Tipos de prevención
	     A.  Prevención situacional: actúa sobre situaciones pre-criminales y ocasiones

     B.  Prevención social: actúa sobre infractores potenciales y sus disposiciones

           criminales

            - Prevención del potencial criminal actual: actúa sobre los factores que,

               a corto plazo, predisponen a que ciertos individuos reaccionen en forma 

               criminal

            - Prevención del desarrollo del potencial criminal: actúa sobre los factores 

               a largo plazo de un potencial criminal durable

     C.   Prevención mixta o comunitaria: combina medidas situacionales y

            sociopreventivas




Fuente: CUSSON y otros, op. cit., p. 10.


La investigación ha mostrado la relativa ineficacia y el alto costo de los modelos basados en la represión (a través del supuesto poder disuasivo de las sanciones penales o de la intervención policial) y en la rehabilitación del delincuente, así como del modelo social aplicado en forma exclusiva. En cambio, los modelos mecánico y comunitario, debido a su sencillez, flexibilidad y bajo costo,  parecen ser más prometedores, aunque no se haya podido llevar a cabo una evaluación seria de varios programas de esta naturaleza, que han utilizado conjuntamente diversas medidas preventivas (identificación de objetos, vigilancia de barrio, inspección de viviendas, difusión de folletos informativos, etc.)
.


Existen, sin embargo, numerosos proyectos que han mostrado su eficacia para prevenir la delincuencia
. En la siguiente sección se exponen en forma somera, después de cada enfoque, una serie de medidas consideradas prometedoras, o bien porque las evaluaciones han mostrado -a menudo de manera repetida- su eficacia, o bien porque los conocimientos criminológicos autorizan a pensar que podrían serlo, sin que esta hipótesis haya sido contradicha por alguna evaluación que hubiera establecido su ineficacia. Empero, conviene subrayar que una medida prometedora no significa que pueda ser eficaz en cualquier circunstancia, sino que tenga posibilidades de serlo si se reúnen las dos condiciones siguientes: que la medida pueda representar una solución apropiada al problema delictivo que se pretende controlar y que sea aplicada correctamente. Asimismo debe indicarse que dichas medidas corresponden al enfoque aquí privilegiado y que su evaluación sólo se aplica a los países antes citados. 

C. Bases teóricas del modelo propuesto

Los modelos de prevención del delito suelen basarse en diversas teorías explicativas de la conducta humana. Aquí se examinarán las relacionadas con el enfoque adoptado que combina la prevención situacional y la prevención social.


1. La prevención situacional

Como ya se ha visto, se entiende por prevención situacional “el conjunto de medidas no penales tendentes a impedir el paso al acto mediante la modificación de las circunstancias particulares en el marco de las cuales una serie de delitos similares se cometen o pueden cometerse”
. Se trata pues de evitar que infractores potenciales realicen ciertos actos suprimiendo o haciendo menos interesante la ocasión de llevarlos a cabo. En el Cuadro 4 se presenta un proyecto de prevención sobre este modelo.

Cuadro 4

Prevención situacional en los transportes públicos en Australia

	A. En los transportes públicos (trenes, autobuses y tranvías) del estado de

     Victoria en Australia, los viajeros temían por su seguridad, lo que hizo bajar 

     la frecuentación de estos medios de transporte. Este temor no se debía

     únicamente a la criminalidad violenta (690 delitos contra la persona en 1990),

     sino también a la suciedad de vehículos y estaciones, al efecto intimidante de

     los graffitis acumulados, a las conductas agresivas de grupos de vándalos y al

     efecto amplificador de los medios de comunicación que informaban sobre los

     incidentes ocurridos.

B. A partir de finales de 1990 se adoptaron las siguientes medidas:

     - importante limpieza de estaciones y vehículos y un programa de limpieza 

       rápida para eliminar los graffitis desde su aparición, con la participación de

       la comunidad;

     - instalación de teléfonos públicos en todas las estaciones del área 

       metropolitana;

     - mejora de la iluminación en las estaciones;

     - patrullas policiales en sectores problemáticos a las horas en que las

       perturbaciones del orden público se manifestaban más a menudo;

     - instalación de televisión en circuito cerrado en estaciones, trenes y autobuses;

     - incremento de la presencia de empleados del sistema de transportes públicos;

     - circulación en los trenes de guardias de seguridad.

C. Este conjunto de medidas hizo bajar en un 42% los delitos contra la persona,

      así como los demás delitos. Los actos de vandalismo disminuyeron asimismo

      considerablemente (700 ventanas rotas en 1990 contra un centenar en 1992), 

      así como el número de graffitis.


Fuente: K. CARR y G. SPRING, “Public Transport Safety. A Community Right and a Communal Responsability”, en  CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, Vol. 1, citado por CUSSON y otros, op. cit., p. 11.


Se acepta generalmente que la conducta delictiva ha de ser entendida como la combinación de la persona y de la situación en que ésta se encuentra. Sin embargo, mientras los estudios relacionados con la personalidad del delincuente son abundantes, los referentes a los factores situacionales parecen haberse dejado de lado. Esta falta de interés puede atribuirse a lo aparentemente obvio del papel de la situación en la dinámica del delito
. Solamente en años recientes algunas investigaciones -sobre todo las llevadas a cabo desde la década de los 70 en materia de victimización- han mostrado las potencialidades aunque asimismo la complejidad de este último factor.

La prevención situacional se basa en una reflexión teórica, originada sobre todo en los Estados Unidos y articulada sobre las oportunidades para el delito. Las teorías de este tipo más avanzadas y conocidas están centradas en las actividades rutinarias
, la victimización interpersonal (o estilos de vida)
 y la racionalidad de las elecciones hechas por los infractores
. Las dos primeras tienen en cuenta el papel determinante que desempeña la situación precriminal en el paso al acto; la segunda las completa al considerar las motivaciones de los delincuentes en este proceso.

El postulado de base de estas teorías es que el delito resulta en gran medida de elecciones influenciadas por aspectos concretos e inmediatos de las situaciones en que puede encontrarse un infractor potencial. Las acciones preventivas, que apuntan a modificar la situación precriminal, están pues orientadas a pesar sobre las decisiones que éste puede tomar antes de pasar al acto, alcanzando su objetivo cuando dicho infractor decide no exponerse a la tentación de violar la ley o cuando, ante tal tentación, llega a la conclusión que la comisión del delito es demasiado difícil y arriesgada, así como poco provechosa. Como puede verse, se trata de una especie de versión del homo oeconomicus, el cual, dotado de razón, efectúa un cálculo de los “costos” inherentes a la comisión del delito y de los beneficios que su actividad puede procurarle.

La investigación muestra la existencia de medidas de prevención situacional  prometedoras, entre las cuales se cuentan las relacionadas con:

a) La vigilancia y la detección. Se trata de aquellas medidas concebidas con la finalidad de detectar las señales de una actividad delincuente y aumentar así los riesgos a que se exponen los infractores. Las principales son:

· la vigilancia realizada por determinadas personas (guardias de seguridad, conserjes, conductores de autobuses, vendedores en comercios, vecinos organizados, policías en patrulla);

· las medidas de vigilancia y detección (cámaras, videos, televisión en circuito cerrado, rayos X, sistemas de alarma, detectores de metales, etiquetas electrónicas, perros);

· la mejora de la visibilidad de los blancos potenciales y de los accesos a ciertos lugares (iluminación de calles y comercios, supresión de setos que oculten las entradas de las casas de la vista de los vecinos, reorganización de las estanterías de los comercios para suprimir todo lo que pueda obstruir la vista, instalación de las cajas de los comercios en el sector más visible de los mismos, instalación de las mercaderías más caras a la vista de los empleados);

· los sistemas telefónicos para comprobar la validez de las tarjetas de crédito, identificar las tarjetas robadas, etc.

b) Los obstáculos físicos. Con ellos se pretende reforzar el blanco elegido, rodeándolo de obstáculos materiales, con vistas a hacer difícil -e incluso imposible- la comisión del delito planeado o retardar las operaciones del delincuente. Las medidas más eficaces de esta naturaleza son:

· los obstáculos al acceso o a la penetración de un edificio (puertas reforzadas, cercas, barreras, rejas, cerraduras, cristales antibalas para proteger a cajeros y vigilantes);

· la inmovilización del blanco (mecanismos antirobos en los carros o de fijación de objetos, cajas de seguridad);

· dispositivos destinados a retrasar al delincuente durante su huida (dobles puertas en la salida de bancos, ausencia de puerta trasera en residencias);

· la mejora sistemática de las protecciones físicas residenciales, mediante inspecciones de seguridad.  

c) Los controles de acceso, para impedir las intrusiones, controlar la circulación en un lugar o limitar su entrada a las personas autorizadas pare ello. Tales son:

· los puestos de guardia en la entrada de los lugares (guardias, barreras, cercas);

· los controles de la entrada a condominios o casas de apartamentos (teléfono, portero o conserje, sistema de entrada con tarjetas magnéticas);

· los códigos de acceso (número personal de identificación en los cajeros automáticos de los bancos, contraseña en las computadoras). 

d) Las medidas destinadas a desviar al infractor de su blanco. Se trata de medidas que, mediante cambios en el entorno o en las costumbres y trayectos de la víctima potencial, apuntan a reducir la frecuencia de los contactos entre el delincuente potencial y su blanco. Las principales son:

· la organización de trayectos para evitar la convergencia entre delincuentes potenciales y su blanco (reorganización urbana utilizando calles sin salida, vías a sentido único, calles cerradas a la circulación automóvil, parqueos prohibidos, situación de las paradas de autobuses de tal manera que grupos de personas con riesgo -por ejemplo, estudiantes o individuos que frecuentan tabernas- no concurran espontáneamente hacia blancos interesantes, reorganización de zonas de parqueo y centros comerciales para evitar esta misma convergencia);

· la localización de sitios de reunión de delincuentes potenciales lejos de sus blancos (evitar colocar escuelas cerca de centros comerciales);

· la separación de adversarios mediante medidas físicas (instalar en los estadios barreras para separar a los aficionados de clubes adversos, ofrecer a las mujeres maltratadas una plaza en un centro de asistencia);

· la gestión de horarios para limitar la convergencia entre delincuentes y su blanco o sus víctimas (ajustar los horarios de autobuses a los de cierre de los lugares donde se venden bebidas alcohólicas, organizar en los estadios las llegadas y salidas para que los adversarios no puedan encontrarse, hacer salir de las escuelas a los escolares más jóvenes media hora antes que los de más edad).

e) La eliminación o reducción de los beneficios que pueda procurar el delito, mediante:

· los medios de pago sin dinero contante (utilización de tarjetas, tiquetes o pago en efectivo en los autobuses; teléfonos públicos que funcionan con una tarjeta magnética; pago con tarjeta de crédito en sitios con riesgo);

· la reducción de las sumas de dinero conservadas en las cajas (depósitos frecuentes en cajas de caudales o en el banco);

· la limpieza rápida de graffitis y la reparación de propiedades dañadas o deterioradas para quitarles a los vándalos el placer de volver a ver el “fruto de su trabajo”;

· marcar los objetos de valor y las piezas de los automóviles (operación identificación);

· la vigilancia y detención de los encubridores;

· la instalación en los automóviles de radios que devienen inutilizables si son robadas, sin que se conozca el número capaz de reactivar el sistema electrónico;

· la instalación de sistemas electrónicos que permitan localizar un carro robado. 

f) El control de instrumentos y objetos que puedan servir para la comisión de un delito. Así:

· el control de armas (prohibición del porte de armas de fuego y cuchillos en lugares con riesgo, utilización de detectores de metales para garantizar el respeto de esta regla, reglamentación de la venta y porte de armas de fuego);

· la eliminación de objetos que puedan servir como armas (en bares, parques públicos, estadios; reemplazo de las botellas de vidrio por recipientes de plástico);

· la incorporación en las tarjetas de crédito o de naturaleza similar de la fotografía de su propietario legítimo, para hacer más difíciles las estafas a través de estos instrumentos;

· la reglamentación de la venta de instrumentos (tales como los potes de pintura dotados de un vaporizador) que puedan servir a los autores potenciales de actos de vandalismo.

Pese a su pragmatismo y eficacia, que ha resultado en una extensión considerable del enfoque situacional, las teorías que lo sustentan han sido objeto sin embargo de diversas críticas que ponen en tela de juicio su pertinencia absoluta como instrumento de control social y muestran sus límites conceptuales y prácticos. 

En primer lugar, aunque el campo de aplicación del enfoque situacional es bastante amplio, existen serias dudas sobre su eficacia con respecto a determinadas categorías de delitos y de delincuentes. En principio, las medidas de esta naturaleza suelen tener como objetivo blancos materiales (personas o cosas) y se refieren a las infracciones intencionales (agresiones, robos, fraudes, etc.). En tales casos, la prevención situacional puede ser exitosa, a condición de que las medidas previstas se adapten a las diversas variedades de este tipo de blancos. Sin embargo, no parece concebible el recurso a medios materiales para prevenir la comisión de delitos inmateriales, intelectuales o morales (por ejemplo, los que atentan contra la dignidad o el honor de la persona, o la violación del secreto profesional). Es asimismo dudosa la eficacia de estos medios cuando se trata de infracciones no intencionales (en particular, los delitos de imprudencia), ya que en estos casos la voluntad está ausente o al menos no está vinculada al resultado delictivo, faltando por consiguiente un elemento importante para una selección racional del blanco. En cuanto a los delincuentes, aunque diversas investigaciones empíricas muestran que numerosos infractores efectúan un cálculo racional a corto plazo, otras indican la existencia de delincuentes que obedecen a motivos irracionales; tales son los casos de los que cometen un delito bajo el efecto de un impulso (por ejemplo, en algunos casos de violación, de violencia doméstica o de asesinatos de niños) o de una enfermedad o debilidad mental. Tampoco parecen ser eficaces las medidas preventivas con respecto a numerosos delincuentes reincidentes y profesionales, capaces de estimar y superar los obstáculos que momentáneamente les impidan o dificulten la comisión de un delito, siéndolo en cambio para los infractores ocasionales u oportunistas
.  

En segundo lugar, la noción de “situación precriminal” utilizada por los partidarios del enfoque situacional suele reducirse a las circunstancias que hacen posible el paso al acto, no tomándose en consideración sus dos elementos constitutivos: 1) un acontecimiento (o una serie de acontecimientos), a su vez compuesto(s) por uno o varios hechos, que hacen surgir el proyecto criminal en el ánimo del infractor y le proporcionan un motivo para su comisión y las circunstancias de la ejecución de dicho proyecto; y 2) la apreciación subjetiva que de ambos aspectos hace su autor antes de pasar a la acción
. 


Finalmente, algunos autores consideran aún deficiente el nivel de conocimientos sobre la pertinencia de la teoría según la cual el delincuente actúa como un ser racional, cometiendo sus delitos en forma premeditada y planificada; se señala en particular las limitaciones del método de contraste empírico utilizado (estudios sobre delincuentes en libertad o encarcelados, experimentos de simulación)
.

2. La prevención social

Como ya se ha indicado, las intervenciones no penales sobre delincuentes potenciales orientadas a atenuar su propensión criminal están basadas en  las clásicas teorías etiológicas del delito, según las cuales la acción criminal se explica por la existencia de diversos factores anteriores a su perpetración. 


Los factores que, de acuerdo con las investigaciones llevadas a cabo en diversos países, ejercen alguna influencia a corto o mediano plazo sobre las predisposiciones a la delincuencia son los siguientes
:

· insuficiencias en la regulación social y en los lazos sociales (padres ausentes, indiferentes o negligentes; adolescentes insuficientemente integrados a su medio familiar, escolar o profesional; absentismo y mala conducta escolar; desarraigo y marginalidad)
;

· frecuentación de pares delincuentes, codelincuencia y pertenencia a bandas criminales
;

· necesidades insatisfechas que pueden ser colmadas por medios ilegítimos (necesidad de dinero para pagar deudas o satisfacer un deseo urgente; necesidad de acción, estímulo o excitación; frustración, deseo de venganza);

· consumo excesivo de alcohol y otras drogas;

· debilidades de la personalidad y carácter asociadas a la delincuencia persistente (insuficiencia del autocontrol, impulsividad, egocentrismo, deseo de gratificación inmediata)
.


Teniendo en cuenta la presencia de uno o varios de estos factores, los objetivos de las acciones de prevención social centrados en el potencial actual del infractor deben tender a ayudarle a satisfacer sus necesidades esenciales y aspiraciones legítimas; facilitar su inserción familiar, escolar y profesional; reforzar los controles sociales informales en la familia y la escuela; disminuir los fracasos escolares, el absentismo y el abandono precoz de los estudios; desalentar los agrupamientos criminales y esforzarse en desmantelar las bandas delincuentes; luchar contra el abuso de alcohol y drogas; y hacer adquirir a tales sujetos las habilidades sociales que les faltan.


En el Cuadro 5 se presenta un ejemplo de este tipo de prevención. Las medidas mixtas combinan medidas situacionales e individuales, tal como aparece en el Cuadro 6. 

Cuadro 5

Prevención social en las escuelas de los Países Bajos
	       A. Tres escuelas secundarias profesionales de los Países Bajos registraban 

       Tasas elevadas de absentismo escolar y abandono precoz de los estudios. 

       Conscientes de que las perturbaciones en las escuelas y el absentismo 

       presentan una fuerte correlación con la delincuencia, los autores del proyecto 

      decidieron actuar sobre  los alumnos que más se ausentaban de la escuela.

       B. La intervención implicó cuatro dispositivos: 

        - instauración en las tres escuelas de un sistema informatizado de registros de       

          ausencias;

        - llamadas telefónicas sistemáticas a los padres la misma mañana en que se 

          señalaba la ausencia de su hijo;

        - contratación de consejeros escolares, que dieron seguimiento a los alumnos    

          ausentes, trataron problemas disciplinarios, se entrevistaron con los alumnos 

          que consideraban abandonar los estudios y aconsejaron sobre este tema a los      

          profesores;

        - creación de clases especiales en las que eran colocados durante un período   

          máximo de tres meses (con la finalidad de permitir un retorno rápido a las 

          clases ordinarias) los alumnos que se ausentaban a menudo.

       C. Estas medidas hicieron bajar significativamente la frecuencia de las

           ausencias  no justificadas de las escuelas (antes del programa, se calculaba

           que la ausencia semanal por alumno era en promedio de 1.4 horas; cuando

           fue aplicado plenamente, este promedio bajó a 0.5 horas).




Fuente: H.M. WILLEMSE, “Developments in Dutch Crime Prevention”, en R.V. CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, vol. 2, Monsey, New York, Criminal Justice Press, 1994, pp. 33-48, citado por CUSSON y otros, op. cit., p. 14.

Cuadro 6

Prevención mixta en los HLM de Delft (Países Bajos)

	A. Los apartamentos de alquiler módico (HLM) de un barrio de Delft estaban           

teniendo varios problemas: decrepitud y deterioración de los edificios, alquileres sin pagar y comisión de toda clase de delitos.

B. Después de haber consultado a sus residentes, se adoptaron la siguientes     

medidas:

       - organización de un centro recreativo para los jóvenes;

       - contratación de un animador especializado para dichos jóvenes;

- contratación de siete empleados cuya tarea consistía en vigilar los lugares,    

  hacer las reparaciones necesarias y negociar con los propietarios para   

  solucionar los problemas a medida que se presentaran;

- readecuación del medio físico, con la finalidad de mejorar los controles de  

  acceso a los parques y calles de los alrededores.

C. El cuadro siguiente muestra los resultados de la experiencia, utilizando   

como medida el número de delitos por cada 100 apartamentos:




                                 Antes        1 año       2 años       3 años





                                         después     después     después

        Tasa de delitos en el

        sector experimental
              74             50             32             36

        Tasa de delitos en la

        ciudad de Delft

              33             35             35             31

        La baja fue particularmente significativa con respecto al vandalismo, los 

        robos en los buzones de correo y los delitos relacionados con drogas. En 

        cambio,  no  fue afectada la frecuencia de los delitos violentos y los 

        allanamientos de morada.




Fuente: H.M. WILLEMSE, “Developments in Dutch Crime Prevention”, en R.V. CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, vol. 2, Monsey, New York, Criminal Justice Press, 1994, pp. 33-48, citado por CUSSON y otros, op. cit., p. 16.

Pese a algunos beneficios indirectos para la colectividad, los programas clásicos de prevención social sólo han dado resultados mediocres, debido esencialmente a su presentación y aplicación como panaceas universales, cuando la delincuencia, no sólo constituye uno de los elementos de la vida social, sino asimismo un fenómeno complejo, que no puede resolverse con soluciones únicas y a corto plazo. Tampoco existe una teoría capaz de explicar por sí sola, el problema de la delincuencia. Además, los programas de esta naturaleza se han aplicado a poblaciones enteras, lo que ha hecho prácticamente imposible aislar las variables que intervienen en dichos programas
. 

Aunque el modelo de prevención social del delito es esencial, ya que ataca las causas profundas de la delincuencia, debe tenerse en cuenta que sus posibles efectos sólo podrán manifestarse en forma indirecta y en el mediano y sobre todo largo plazo. Considerarlo de otra manera sería hacer prueba de utopía o demagogia.

Contrariamente al enfoque situacional, las medidas de protección individual sobre el potencial criminal actual más prometedoras son mucho menos numerosas. Las que pudieran tener efectos a corto plazo apenas han sido evaluadas, y las que lo han sido, no siempre han dado resultados alentadores. Sin embargo, algunas de ellas ofrecen un potencial considerable, sobre todo por estar destinadas a atacar ciertos factores de la criminalidad grave. Las principales se aplican:

a) en el medio escolar, donde las siguientes modalidades de este tipo de medidas ofrecen las mejores posibilidades:

· la promulgación en la escuela de un código de vida claro para asegurar el respeto de la persona y de los bienes ajenos;

· la instauración de una disciplina consistente y firme, acompañada de sanciones justas, previsibles y aplicadas efectivamente;

· la firme sanción de conductas violentas;

· la organización de mecanismos de mediación y arbitraje de conflictos;

· la organización de actividades recreativas y para-escolares;

· la promoción de la inserción escolar y del sentimiento de pertenencia de los alumnos, integrándolos en escuelas y clases de dimensiones restringidas, bajo la supervisión de titulares que conocen bien a sus alumnos y pueden seguirlos de cerca;

· la lucha contra el absentismo, el fracaso escolar y el abandono, mediante un seguimiento sistemático de los alumnos que permita intervenir rápidamente, conjuntamente con los padres, cuando se manifiesten ciertas dificultades;

· la ayuda a los alumnos que presenten dificultades en el cumplimiento de sus deberes;

b) a los cómplices y bandas (en especial a sus líderes y a quienes reclutan cómplices), con la finalidad de impedir, mediante su vigilancia, el agrupamiento de infractores y el desarrollo de pandillas;

c) al mercado de trabajo, donde, para facilitar la integración de los jóvenes adultos, se preconiza ofrecer programas de formación y orientación profesional.


Finalmente, con respecto a las medidas de prevención del desarrollo del potencial criminal (o medidas sociales), su evaluación siempre ha presentado dificultades considerables, tanto por su aplicación a poblaciones excesivamente numerosas, como por las diversas influencias, difícilmente identificables y controlables, que en cualquier colectividad de cierta importancia pueden actuar en la aparición y desarrollo de una conducta delictiva. Estas medidas son, sin embargo, de gran interés ya que, pese a su acción en el largo plazo y sus costos elevados, se atacan a las causas profundas de la delincuencia.  

D. Principios y condiciones de éxito

Una estrategia gubernamental en materia de prevención de la delincuencia debe partir de ciertos principios, que constituyen condiciones de éxito para la misma. Los más importantes son los siguientes:


1. Garantizar la seguridad de los miembros de una comunidad constituye una de las principales razones de ser del Estado y uno de sus monopolios incontestados. Si bien puede resultar beneficiosa la intervención complementaria de la iniciativa privada y comunal en dicha área, éstas deben ejercerse dentro del marco regulador y orientador que defina el Estado.     


2. No puede haber una efectiva política en materia de prevención de la delincuencia en un contexto de empobrecimiento económico (pobreza, desempleo, etc.) y de deterioro de los mecanismos clásicos de socialización (educación, cultura, familia, etc.); por ello, las políticas y los programas a elaborarse en este campo deben, además de velar por los intereses de la colectividad, enfatizar en la protección de sus grupos más vulnerables y económicamente desfavorecidos.  

3. Los factores que favorecen la criminalidad son múltiples y variados (económicos, políticos, sociales y culturales), por lo que las medidas a adoptarse en materia de prevención deben involucrar a diversos sectores de la sociedad.

4. En materia de prevención del delito, los recursos humanos y financieros suelen ser escasos, y los costos de algunos programas utilizados sumamente elevados. En una época de restricciones de esta naturaleza, deben buscarse modelos que presenten costos económicos relativamente bajos.

5. Se debe procurar que cualquier política o programa de prevención del delito se elabore y aplique sobre todo en el plano local (ciudades, municipios), con énfasis en los centros urbanos de población.

6. La aplicación de ciertos modelos de prevención puede generar a veces efectos no previstos o deseados (por ejemplo, informar a delincuentes potenciales sobre la vulnerabilidad de una zona o las técnicas de comisión de los delitos, incrementar el número de denuncias ante la policía, etc.). Aunque estos efectos no se pueden evitar o prevenir en diversas ocasiones, debe procurarse minimizarlos a la hora de diseñar los programas.

7. Si bien cualquier estrategia en materia preventiva debe insertarse en el marco global de la prevención social, en el corto plazo debe basarse esencialmente en la intervención policial y responder a necesidades inmediatas.


8. La acción de la comunidad es indispensable en la prevención del delito, y las iniciativas y estrategias en este campo deben reunir a representantes de una amplia gama de sectores así como recibir el apoyo de la colectividad. Para ello, se precisan campañas de sensibilización de la población.


9. Cualquier política preventiva debe basarse en el sentido de la responsabilidad individual y colectiva, la reducción de las ocasiones de delincuencia y el desarrollo social y comunitario.


10. Las políticas de prevención deben basarse en el enfoque “solución de problemas”.


11. Las políticas y estrategias de prevención deben asimismo basarse en un liderazgo compartido entre las diversas instituciones involucradas.


12. También deben beneficiarse del apoyo de las leyes, que han de adaptarse a sus objetivos fundamentales.


13. Igualmente deben contar con un financiamiento adecuado.


14. Las medidas de prevención del delito no constituyen panaceas universales, por lo que su aplicación ha de acompañarse de experiencias piloto debidamente evaluadas.


15. No debe olvidarse que el sistema de justicia forma un conjunto con diversos componentes, lo que deberá tomarse en consideración a la hora de determinar su participación en programas de prevención del delito.

El modelo propuesto y sus etapas

El análisis efectuado en el capítulo anterior sobre las concepciones y enfoques en materia de prevención del delito nos ha llevado a privilegiar el enfoque combinado de la prevención situacional (cuyo impacto puede evaluarse a corto plazo) y de la prevención  individual o social (su eficacia puede determinarse a mediano o largo plazo). El modelo que seguidamente se propone tiene en cuenta esta perspectiva.


Su elaboración y aplicación implica, sin embargo, una serie de fases y etapas indispensables para conseguir su principal objetivo: impedir la comisión de un delito o limitar su alcance. Estas fases son: la determinación y análisis de los problemas delictivos en una colectividad dada, la elaboración de un plan de acción destinado a solucionarlos, la ejecución de dicho plan y su control y evaluación
. En la medida en que la acción policial es primordial en materia preventiva, se le dedica una sección aparte. En el Cuadro 7 se presenta una síntesis de las fases y etapas del modelo.

A. Diagnóstico de los problemas de la comunidad  

Esta fase de investigación se basa en las estadísticas criminales y en la información que pueda resultar de diversos tipos de consultas a la colectividad para definir los problemas relacionados con la criminalidad en una comunidad dada, establecer prioridades entre ellos y describir los aspectos esenciales de tales problemas mediante un análisis detallado de la criminalidad. Esta operación permite enunciar claramente los problemas que han de ser abordados. El producto esperado al concluir esta fase es una descripción lo más detallada posible de los problemas particulares existentes en dicha colectividad.

Cuadro 7

Fases y etapas para la planificación de un programa de prevención

	Fase 1. Determinación y análisis de los problemas de la comunidad

Etapa 1. Determinación de los problemas de la comunidad

                      1.1. Descripción de la comunidad


               1.2. Fuentes de información


Etapa 2. Determinación de los problemas prioritarios


Etapa 3. Análisis de los problemas seleccionados


Producto esperado: descripción del problema

     Fase 2. Elaboración de un plan de acción

Etapa 4. Determinación del nivel de intervención


Etapa 5. Selección de participantes


Etapa 6. Selección de las estrategias más prometedoras


Etapa 7 . Determinación de metas y objetivos


Etapa 8. Elaboración de un plan de acción


Producto esperado: elaboración de un plan de acción

     Fase 3. Ejecución del programa

Etapa 9. Cómo garantizar la participación de la comunidad


Etapa 10. Cómo garantizar la continuidad del programa


Producto esperado: programa puesto en marcha

     Fase 4. Control y evaluación del programa

Etapa 11. Control de la puesta en marcha del programa


Etapa 12. Evaluación del impacto del programa


Producto esperado: datos que permitan determinar si el programa


               debe mantenerse y los cambios que en él deban hacerse




Fuente: Pour un Canada plus sûr. Guide de prévention communitaire du crime, Ottawa, Ministère de la Justice du Canada, 1996,  p. 3.  


Tres etapas son indispensables para completar esta fase.


1. Determinación de sus problemas 

Para identificar y analizar los problemas de una colectividad se precisa una descripción de la misma, recurriendo para ello a diversas fuentes de información. 

Cualquiera que sea la fuente de información utilizada, los datos compilados son esenciales para establecer la existencia de un problema criminal. Dicha determinación plantea la cuestión de la cantidad y gravedad de delitos necesarios para poner en peligro la calidad de la vida social. Unicamente en términos de juicios de valor puede llegarse a la conclusión de que el estado de la criminalidad, determinado por la conjunción de datos estadísticos y la percepción de la comunidad, es intolerable y que “debe hacerse algo”.

1.1. Descripción de la colectividad


Esta primera etapa permite sobre todo determinar las personas y organismos que deberían participar en la definición y resolución de los problemas que aquejan a la colectividad. En la mayoría de los casos, se trata de una tarea relativamente sencilla, ya que tal colectividad corresponde a menudo a regiones geográficas naturales o a territorios administrativos bien delimitados (por ejemplo, una ciudad pequeña, un barrio, una zona escolar). En algunos casos, sin embargo, se necesitará establecer arbitrariamente los límites de la comunidad sobre la cual ha de aplicarse el programa (tal sería el caso de una ciudad grande o mediana). También puede ocurrir que un problema de interés común (drogas, violencia) agrupe a personas u organismos que no pertenecen necesariamente a la misma región geográfica o administrativa, debiendo entonces establecerse en el programa los mecanismos adecuados para su tratamiento conjunto. 


1.2. Fuentes de información


Numerosas fuentes de información ayudan a la determinación de los problemas de la colectividad. Las más importantes son las estadísticas policiales y las consultas en el medio.

a) Las estadísticas policiales suelen ser una excelente fuente de información sobre la criminalidad en aquellos países que poseen este tipo de instrumento
. Para determinar los problemas delictivos de una comunidad, debería disponerse de diversos datos que a veces no figuran en las estadísticas policiales, en especial sobre lo siguiente:

· amplitud y frecuencia del fenómeno: número de delitos señalados durante un período dado;

· tasas (por 10.000 habitantes): con la finalidad de poder comparar la situación criminal en ciudades o regiones con poblaciones de diferente magnitud;

· tendencias: o evolución de las tasas con respecto a una fecha anterior, para saber si algunos tipos delictivos devienen más o menos frecuentes;

· riesgo de criminalidad: esta medida, más útil que las tasas por X habitantes, consiste en determinar el número de delitos específicos que se cometen durante cierto período de tiempo (por ejemplo, vehículos robados en un año por cada 1.000 vehículos, o robos en residencias por cada 1.000 residencias);

· consecuencias de la criminalidad: sobre todo la importancia de las lesiones (estos datos pueden conseguirse en hospitales o compañías de seguros), las pérdidas financieras (en las compañías de seguros) y los resultados obtenidos por la intervención del sistema penal (tasas de delitos resueltos por la policía o de recuperación de objetos robados, número de condenas y tipo de sanciones, etc.).

b) Las consultas a la colectividad constituyen una etapa crucial del proceso de planificación de programas de prevención ya que, además de completar o suplir los datos que puedan obtenerse de las estadísticas oficiales, permiten captar la percepción que la comunidad tiene de sus problemas y asegurar su participación en dichos programas.  

Las informaciones procedentes de esta fuente pueden obtenerse mediante encuestas entre muestras significativas de ciudadanos, entrevistas con personas clave, reuniones y audiencias públicas y reportajes en los medios de comunicación.

Las encuestas entre una muestra significativa de ciudadanos son el método más tradicional para recoger datos sobre la colectividad y sus problemas. En particular, constituyen el instrumento más idóneo para determinar tanto el sentimiento de inseguridad como el grado de victimización de la población. Sin embargo, su costo suele ser elevado
. Con respecto a las encuestas de victimización, los datos obtenidos proporcionan importantes elementos de información sobre la realidad criminal (por ejemplo, el tipo de personas más propensas a ser víctimas de determinados delitos) que pueden servir a una mejor identificación de los programas de prevención. Asimismo permiten obviar el conocido fenómeno de la “cifra negra” de la criminalidad, o sea, aquellos delitos que no son denunciados a las autoridades policiales o judiciales; gracias a ellas, puede evaluarse la proporción de delitos denunciados, las razones por las cuales ciertas infracciones no son llevadas a conocimiento de las autoridades y las relaciones existentes entre los autores y las víctimas.


Las entrevistas con personas clave de la comunidad constituyen otro método importante para identificar sus problemas. Con este recurso se evitan los altos costos y la complejidad de una encuesta de opinión pública. Las entrevistas deben hacerse con personas que, por conocer bien los problemas locales y la colectividad, pueden servir de portavoces de ésta y ayudar además a la identificación de los organismos comunitarios y grupos de ciudadanos interesados por la prevención del delito. Como ejemplo de posibles personas a entrevistar, mencionemos los concejales del municipio, los representantes de iglesias y empresas, los dirigentes de escuelas y hospitales, los líderes de grupos minoritarios y asociaciones de mujeres, los grupos filantrópicos, los funcionarios de bienestar social, los policías (en especial, los patrulleros que actúan regularmente en el sector analizado), los jueces y abogados, los agentes de prueba y libertad condicional, los trabajadores en algunos organismos (centros de desintoxicación), los representantes de los medios de comunicación, los conductores de taxis, los gerentes y empleados de bares y tabernas, etc.


Las reuniones con miembros de la comunidad (sobre todo si se trata de un barrio), que pueden adoptar la forma de asambleas generales, mesas redondas o grupos de concertación, son asimismo útiles, tanto para contribuir a la determinación más detallada de los problemas de la zona y sus posibles soluciones como para la consecución del consenso necesario en la implantación de programas preventivos. En diversos países, este tipo de reuniones ha tenido gran éxito cuando se trataba de grupos particulares (mujeres, jóvenes, personas de edad). 


Las audiencias públicas, comisiones o grupos de estudio suelen también proporcionar datos de interés relacionados con el análisis de la situación y las soluciones propuestas. Su principal inconveniente reside en el hecho de que sus organizadores no tienen generalmente ningún control sobre el número de miembros de la colectividad que participan en ellas, y que los participantes no siempre representan necesariamente a los demás integrantes de la comunidad.


Finalmente, los reportajes en los medios de comunicación (sobre todo, los debidos a especialistas del tema), aunque importantes como suplemento de información y reflejo de las percepciones de la comunidad, muy a menudo son incompletos, se refieren sobre todo a ciertas formas espectaculares de criminalidad y contienen numerosos estereotipos sobre el fenómeno criminal y el delincuente.


2. Establecimiento de prioridades

Una vez obtenidos, clasificados y analizados los problemas de la comunidad, la etapa siguiente del proceso de planificación consiste en la determinación de prioridades. Sin embargo, clasificar por orden de prioridad los problemas detectados no es una tarea fácil o automática. Así, ¿qué importancia debe darse a un delito con violencia, que ha ocasionado lesiones y con respecto al cual los resultados de la intervención del sistema penal (policía, tribunal, prisión) son mediocres y las posibilidades de mejorar la situación son escasas, frente a una infracción contra la propiedad, ante la cual el nivel de inseguridad y temor de la población es elevado, los bienes son recuperados y las posibilidades de mejorar la situación son grandes? Lo esencial en este caso para una decisión acertada es la experiencia y el juicio del equipo planificador, unidos a un buen conocimiento de la comunidad y sus preocupaciones.


Aunque no existen reglas establecidas para determinar las prioridades de la colectividad, ciertos criterios pueden facilitar la toma de decisiones, entre ellos los siguientes: ¿debe privilegiarse el problema que presenta la mayor amplitud, la tasa más alta, el riesgo más elevado, los costos más considerables, la mayor eficiencia del sistema penal, las mejores posibilidades de solución?


A título de ejemplo, y con base en los resultados de diversas investigaciones que han mostrado cómo ciertos individuos o familias son objeto de victimizaciones múltiples, los responsables de programas deberían considerar prioritaria la prevención de este tipo de victimización
. En el Cuadro 8 se exponen las grandes líneas de un proyecto de esta naturaleza.

Cuadro 8

Prevención de victimizaciones múltiples en casos de allanamientos de morada en Kirkholt (Gran Bretaña)

	      A. En Kirkholt, cerca de Manchester, la investigación había mostrado que las

      probabilidades de allanamiento de una residencia que acababa de ser visitada 

      por los ladrones eran cuatro veces superiores a las residencias que nunca 

      fueron  victimizadas.

     B. Estos resultados hicieron surgir la idea de acordar prioridad a la prevención 

     de  victimizaciones múltiples. En este sentido, cuando una residencia era 

      violada,  los miembros del proyecto iban a ofrecer a sus moradores ayuda y

      consejos. Si obtenían la autorización de los interesados, llevaban a cabo un 

      análisis de seguridad para identificar los puntos vulnerables de la casa y 

      proponer las  medidas más adecuadas. Además, pusieron en marcha una red de

      vigilancia, consistente en solicitar la colaboración de los residentes de las seis

      o siete casas  vecinas para que vigilaran el sector y reportaran cualquier 

      movimiento sospechoso. A todos estos colaboradores se les ofrecía un análisis 

      de seguridad de sus propias casas y las mejoras pertinentes.

     C. Durante los cinco meses siguientes a la aplicación de tales medidas, las tasas

     de allanamientos disminuyeron en un 40%, y durante el año, en un 58%.




Fuentes: D. FORRESTER y otros, The Kirkholt Burglary Prevention Project, Rochdale, London, Home Office, Crime Prevention Unit, Paper 13, 1988, citado por CUSSON y otros, op. cit., p. 37.


Para que un programa de prevención del delito cumpla con sus objetivos, debe además limitarse su alcance, concentrando los recursos existentes -que no siempre son abundantes- sobre cierto número de problemas de posible solución. 

3. Análisis detallado de los problemas seleccionados

La última etapa de esta primera fase consiste en interpretar las tendencias observadas describiendo con el mayor detalle posible el problema seleccionado, lo que orientará las etapas siguientes del proceso de planificación. Esta actividad, cuya finalidad esencial es adaptar los programas de prevención a las condiciones particulares del medio sobre el que se quiere actuar, comporta dos elementos primordiales: la descripción del problema y la descripción del medio.

3.1. Descripción del problema


Para la obtención de un buen programa de prevención, se precisa la compilación y estudio de toda la información posible sobre los problemas seleccionados. En especial, debe tenerse en cuenta el análisis de los siguientes factores:

a) las características de las víctimas y de los blancos: datos básicos sobre las víctimas (edad, sexo, origen étnico y profesión), tipo y localización de residencias y establecimientos comerciales, y naturaleza y clase de bienes robados; 

b) las características de los infractores: la compilación de datos básicos sobre los infractores (edad, sexo, origen étnico, distancia recorrida para cometer la infracción, antecedentes penales y móvil probable) puede ser más difícil que la referente a las víctimas, ya que los autores de numerosos delitos no son arrestados por la policía; sin embargo, incluso en aquellos casos en que hay sospechosos concretos, pueden emitirse hipótesis sobre las características de ciertos infractores (por ejemplo, algunos tipos de allanamiento de morada indican que se trata de aficionados más bien que de profesionales, y si los vehículos robados son raramente encontrados, que sus autores pertenecen a bandas organizadas en vez de ser jóvenes que sólo han querido utilizarlos para darse un paseo durante un fin de semana). Las características de los infractores son de especial importancia para la elaboración de programas de prevención social, destinados a modificar su conducta o impedir que ciertos adolescentes se conviertan en delincuentes;

c) el consumo de alcohol y drogas: en la medida en que una proporción considerable de la delincuencia urbana suele estar relacionada con este tipo de problemas, deberán concebirse programas sociales a largo plazo orientados hacia los individuos implicados y las colectividades afectadas;

d) el momento de comisión del delito: el tipo de programa a aplicar será tanto más adecuado y eficiente cuanto más se sepa acerca del momento (hora, día de la semana, mes del año e incluso estación) en que suelen cometerse ciertos delitos; por ejemplo, si el número de infracciones menores cometidas por jóvenes en la tarde aumenta o es considerable, puede deducirse que este momento coincide con la salida de la escuela, por lo que podría establecerse un programa de recreo vigilado después de las clases, y si los allanamientos de morada ocurren con mayor frecuencia durante el día, esta situación puede atribuirse a la ausencia de moradores, debido a una proporción cada vez mayor de mujeres que trabajan;

e) el modus operandi: conocer la forma de operar de los infractores suele ser de gran utilidad para la prevención del delito; 

f) la localización del objeto o de la víctima: los estudios sobre la distribución geográfica de la delincuencia revelan que diversos delitos están generalmente concentrados en sectores particulares (por ejemplo, las riñas y los actos de vandalismo se dan más a menudo en las cercanías de bares y establecimientos similares en donde se venden bebidas alcohólicas);

g) las ocasiones: ciertos delitos tienen su origen en el hecho de que determinadas ocasiones propicias se presentan a delincuentes potenciales (tales serían los casos de calles insuficientemente iluminadas, de inmuebles de apartamentos con malas cerraduras o de la ausencia de vigilancia en los parqueos de centros comerciales);

h) los controles sociales: para limitar y prevenir la comisión de delitos es indispensable un conocimiento de la existencia y eficacia de ciertos mecanismos de control social, entre ellos de sistemas de control de accesos a residencias y comercios, la vigilancia efectuada por personal especializado, los equipos de vigilancia y detección, los métodos policiales de investigación, las sanciones impuestas por los tribunales y los métodos de liberación de los delincuentes condenados. 


3.2. Descripción del medio


Asimismo debe disponerse de información sobre las características físicas y sociales del medio donde se aplicarán programas de prevención del delito.

a) En cuanto a las características físicas, los datos más pertinentes conciernen:

· el tipo y estado de las residencias, en especial su estado de vetustez o deterioro; 

· el aspecto general de la zona (presencia de graffitis, basura, vidrios rotos, etc.);

· circulación y transporte: cercanía de una vía rápida (para poder huir con mayor facilidad), arteria que divide físicamente a un barrio o zona, sistema de transporte colectivo (a menudo utilizado por los infractores para desplazarse hacia los parqueos con la finalidad de robar carros); 

· densidad: los barrios sobrepoblados suelen ser más victimizados;

· tipo y concentración de empresas e industrias: algunas de ellas (centros comerciales, tabernas, etc.) pueden contribuir a la delincuencia atrayendo a gente de fuera del barrio;

· zonas limítrofes: los delitos suelen ser más numerosos en las zonas limítrofes entre un sector residencial y otro industrial o comercial.

b) En lo que respecta a las características sociales, deben tenerse en cuenta los siguientes factores: 

· edad: las personas de edad se sienten particularmente vulnerables, pero están a menudo dispuestas a participar a título benévolo en los programas de prevención; 

· sexo: las mujeres son especialmente vulnerables a ciertos delitos (agresión sexual, violencia conyugal);

· condición socioeconómica: el mismo tipo de problema puede presentar características diferentes según el barrio (por ejemplo, los allanamientos de morada cometidos en un barrio rico suelen deberse a delincuentes profesionales que buscan objetos de valor, mientras que el mismo delito en un barrio más pobre se debe a menudo a infractores que aprovechan una ocasión propicia);

· origen étnico y nacionalidad: ciertas categorías de personas pueden ser con mayor frecuencia a la vez víctimas y autores de delitos; 

· composición de las familias: los programas de prevención deben adaptarse a las características de la familia (así, si todos los miembros de la familia trabajan fuera de su domicilio durante la mayor parte del día, los programas centrados en la vigilancia mutua de las casas por los habitantes del barrio están destinados al fracaso; y en los barrios donde residen muchas familias monoparentales, debería ayudarse a las madres mediante la instauración de programas de guardería de niños);

· estabilidad: es más fácil aplicar programas de prevención en barrios sin conflictos, entre otras razones porque los propietarios se interesan más por su barrio que los inquilinos;

· comunicación: gracias a las encuestas y a la observación sistemática del comportamiento de los residentes, se puede evaluar el grado de comunicación entre ellos; los programas de prevención tendrán tanto más éxito cuanto mejor sea dicha comunicación;

· escuelas: como cierto número de delitos son cometidos por jóvenes, conviene informarse acerca del papel jugado por las escuelas del barrio, sobre todo para evitar el absentismo y desarrollar actividades paraescolares; 

· actividades de los jóvenes: por las mismas razones, debe indagarse sobre la existencia -o inexistencia- de actividades recreativas o sociales en la zona; 

· situación económica general: sirve para determinar si en el barrio hay problemas de pobreza o desempleo, a menudo factores importantes de la delincuencia y otros problemas sociales.

B. Elaboración de un plan de acción 

La segunda fase concierne la planificación estratégica, y durante sus cinco etapas se establecerá el nivel de intervención del programa, se seleccionará a los participantes eventuales, se escogerán las mejoras estrategias para su aplicación y se determinarán sus metas y objetivos, siendo el producto esperado la elaboración de un plan de acción detallado destinado a corregir los problemas detectados en la primera fase.

1. Determinación del nivel de intervención

La primera etapa de esta segunda fase consiste en determinar el nivel de intervención más adecuado para el éxito del programa. Algunos programas tienen un alcance nacional o provincial, mientras que otros pueden aplicarse en el plano de una ciudad, un municipio, un barrio, una manzana de casas, un grupo e incluso un individuo. Por ejemplo, para reducir el número de allanamientos de morada se pueden adoptar los siguientes medios: obligar a las empresas constructoras a respetar ciertas medidas de seguridad, crear comités de vigilancia del barrio, reforzar las medidas de seguridad en las residencias, ofrecer a los jóvenes mejores posibilidades de estudio y empleo, y aumentar la frecuencia de las patrullas policiales. El nivel de intervención dependerá de la naturaleza del problema a resolver y del tiempo y recursos disponibles. En general, los programas más prometedores son los basados en una intervención en el plano local. 

2. Selección de participantes

Una vez establecido el nivel de intervención, deben determinarse las personas e instituciones que participarán en la planificación y puesta en práctica de las medidas preventivas. Por su conocimiento de los problemas y recursos de la comunidad y por razones de economía, una de las mejores maneras de movilizar a los ciudadanos es utilizar los grupos comunitarios ya existentes y con cierta reputación en el medio. 

La selección dependerá del lugar en donde las medidas se aplicarán y del problema (delito) que quiera resolverse. Expliquemos esto con un ejemplo hipotético. Se ha determinado que el problema prioritario de la zona es la violencia conyugal, y la descripción de dicho problema indica que, pese a la estabilidad de la cantidad de arrestos por este tipo de infracción en los tres últimos años, el número de llamadas a la policía y de mujeres albergadas en refugios para mujeres maltratadas ha aumentado en un 10% cada año, y que además algunos casos de mujeres asesinadas por su cónyuge -o su ex cónyuge- han recibido una amplia publicidad periodística. Como el problema parece extenderse a toda una ciudad y no poder solucionarse localmente (en cada barrio), se puede determinar que la planificación debe hacerse a nivel municipal. En cuanto a las personas que deberían formar parte del proceso de planificación, parece evidente que debería recurrirse a representantes de los diversos sectores del sistema de justicia penal: de la policía (ya que esta institución es generalmente la primera en entrar en contacto con los autores de violencia conyugal), de los tribunales y del sistema penitenciario, ya que uno de los objetivos del programa podría ser la mejora de la reacción del sistema penal frente a este fenómeno; de las asociaciones de mujeres y de los centros de resguardo para mujeres maltratadas, buenos conocedores de la problemática
. 


Pudiera ser que algunas comunidades -sobre todo en las zonas rurales- no dispongan de los recursos suficientes para la aplicación de programas preventivos o se caractericen por un débil grado de organización social. En estos casos, antes de pensar en la planificación de cualquier medida o en la creación de una nueva estructura, las personas interesadas deberían dedicar parte de sus recursos a organizar la comunidad con vistas de prevenir la delincuencia, integrando dichas medidas en el mandato de los organismos comunitarios que posiblemente laboren en diversos otros dominios.  


3. Determinación de las estrategias más prometedoras 


Las etapas que acaban de describirse facilitan la identificación de diversas estrategias destinadas a resolver los problemas delictivos de la comunidad seleccionada. Antes de analizarlas, debe tenerse en cuenta que pocos problemas de esta naturaleza son completamente nuevos. Posiblemente otras colectividades similares los han vivido, y su experiencia, a veces descrita en artículos especializados o informes gubernamentales, puede ser útil; asimismo interesa tomar en consideración los aportes de policías con formación y experiencia en el tema preventivo.


Con estos datos, una sesión de discusión general puede facilitar la adaptación de métodos aplicados con éxito en otros sitios o la búsqueda de nuevas estrategias. 


Esta sesión de discusión permite además establecer un listado de todas las estrategias posibles para el problema prioritario previamente considerado, debiendo eliminarse las que no presentan un carácter práctico o no se adaptan a dicho problema.


La evaluación de las estrategias restantes puede hacerse mediante la utilización de criterios tales como la forma que debe adoptar la estrategia para resolver el problema, sus posibilidades de éxito, los costos de su puesta en marcha, la fuente de los fondos y del personal necesarios para su aplicación, el tiempo que se necesitaría para la aplicación del programa y para que éste tenga un impacto sobre el delito, las personas, organismos o circunstancias que podrían oponerse al mismo, sus beneficios secundarios, las condiciones previas a y las dificultades en su aplicación, sus deficiencias y las consecuencias si no se alcanzaran los objetivos de la estrategia.

4. Definición de metas y objetivos

La etapa consistente en la determinación de las metas y objetivos del programa es una importancia capital para la orientación de su puesta en práctica, la asignación de recursos, el control de los progresos realizados y la evaluación final. Se entiende por meta el objetivo final de un programa (por ejemplo, en un programa de tres años, la reducción en un 10% de los allanamientos de morada al terminar este período) y por objetivo toda actividad precisa a realizar con la finalidad de alcanzar dicha meta (así, hacer participar al 75% de los hogares de un barrio en un programa de vigilancia de barrio al finalizar el primer año).


Es importante establecer objetivos realistas en lo referente a resultados esperados y fechas; si se tiene en cuenta que numerosos participantes lo hacen en forma benévola, más vale para su valorización alcanzar objetivos modestos que fracasar en los más ambiciosos. 

Asimismo, los objetivos han de ser claros, específicos y susceptibles de medida. Muy a menudo, los objetivos asignados a programas preventivos no se corresponden con lo que debiera ser strictu sensu la prevención del delito (por ejemplo, algunas actividades de animación sociocultural)
. En cambio, la mayoría de los programas recientes, que han dado buenos resultados, se proponen objetivos precisos y modestos.


Para algunos autores, la disminución del sentimiento de inseguridad de los ciudadanos no debería ser considerada como un objetivo en materia de prevención. Aunque sea comprensible e importante actuar, no solamente sobre las causas de la delincuencia sino también sobre sus consecuencias cercanas (la percepción de inseguridad), esta ampliación plantea numerosos problemas de índole conceptual y técnica. En primer lugar, por su naturaleza subjetiva, el sentimiento de inseguridad no puede medirse mediante las estadísticas disponibles, haciendo falta encuestas de opinión costosas, con una metodología compleja y cuya interpretación no siempre es fácil. En segundo lugar, la criminalidad puede ser la causa del sentimiento de inseguridad, pero no es ni la única ni la más determinante (dicho sentimiento depende, no sólo de la percepción de una posible victimización, sino también de la gravedad anticipada de los costos personales en que se incurriría en caso de delito, la cual es determinada a su vez por la vulnerabilidad objetiva de las víctimas potenciales; además, las zonas urbanas donde el sentimiento de inseguridad es más acentuado raramente coinciden con aquéllas en las cuales la densidad criminal es más elevado). Por último, existen contraindicaciones con respecto a pretender bajar a cualquier precio el sentimiento de inseguridad, que a menudo es la resultante de factores difícilmente controlables, pudiendo además ser poco realista luchar contra percepciones, en vez de enfrentarse a problemas concretos
.


En principio, cada problema -o elemento de problema- debería estar ligado a un objetivo, y cada objetivo a una actividad. La determinación de objetivos y actividades permite indicar a cada participante lo que tiene que hacer. Si todos los objetivos no pueden alcanzarse, al menos se podrá evaluar la razón y efectuar los ajustes adecuados para que el resultado final no quede comprometido.

5. Elaboración del plan de acción

El respeto de las etapas precedentes permite la elaboración de un plan de trabajo, que constituye el producto esperado de esta fase. Dicho plan, que debe tener cierta flexibilidad e indicar claramente los objetivos del programa así como las fechas de inicio y fin de las diversas actividades que lo componen y las personas participantes, permite definir funciones y actividades precisas.

C. Ejecución del programa 

Esta tercera fase (de acción), cuyo producto esperado es la puesta en marcha del programa elaborado,  plantea los problemas de la participación en el mismo de las diversas instancias y personas de la comunidad interesadas por el tema y de su continuidad.

1. Cómo garantizar la participación de la colectividad

Puesto que la mayoría de los programas de prevención del delito dependen de la colaboración y participación de la colectividad -en particular de las personas que trabajan en forma benévola en diversas asociaciones y organismos comunitarios-, deben buscarse los medios más idóneos para garantizar dichas colaboración y participación. 


En general, la mejor manera de solicitarlas consiste en los contactos personales, recurriéndose para ello a las listas de instituciones, organismos y asociaciones que suelen existir al menos en las ciudades de cierta importancia. Asimismo, y conjuntamente, en la utilización de una adecuada estrategia de comunicación, mediante mensajes de interés público en la televisión, radio y prensa escrita, folletos informativos adjuntos a las facturas de servicios públicos (luz, teléfono, agua, etc.), carteles fijados en lugares de trabajo, escuelas, bibliotecas, terrenos de juego, condominios e inmuebles de apartamentos, visitas a grupos especiales (jóvenes, mujeres, personas de edad, organismos religiosos) y artículos en los periódicos de barrio o en las circulares enviadas a empresas y sindicatos. Es de especial importancia la colaboración y participación de los servicios policiales del país o de la zona, así como de los medios de comunicación. 

Para llamar la atención de los posibles interesados y hacerles participar en el programa, pueden igualmente difundirse a través de los mismos métodos  antes indicados los resultados de los análisis de la criminalidad y de las encuestas realizadas en la colectividad. Las investigaciones recientes indican, además, que no es fácil mantener hasta el final la motivación de los participantes, sobre todo si se espera de ellos actividades poco gratificadoras o que exijan demasiado tiempo y esfuerzos o, cuando se trata de funcionarios, si deben realizar un trabajo suplementario no remunerado. Por ello, las estrategias preventivas con este tipo de participación deberían integrarse en los diversos medios sin perturbar las costumbres de la gente, limitar su libertad de movimiento y perjudicar su intimidad. 

2. Cómo garantizar la continuidad del programa

En la gran mayoría de los casos, las actividades destinadas a la prevención -sobre todo social- del delito no pueden tener efectos en un corto plazo, sino que se extienden durante largos períodos. Por ello, importa que se elaboren y adopten estrategias en este sentido antes de poner en marcha cualquier programa. 


Para asegurar la continuidad del programa y mantener el interés y estímulo de sus participantes -en particular de los voluntarios-, pueden utilizarse diversos métodos. Una buena formación permite hacerles conocer los objetivos del programa y procurarles una competencia que hará su trabajo más productivo y agradable. También se les puede confiar tareas que presenten para ellos cierto interés y exijan un nivel de compromiso realista. Asimismo, una buena planificación de los programas suele tener efectos positivos sobre los voluntarios, ya que les ofrece la posibilidad de perseguir objetivos claramente definidos y tener la impresión de hacer progresos.

Igualmente, los responsables de los programas deben permanecer regularmente en contacto con los voluntarios y darles la oportunidad de comentar su funcionamiento. Muy a menudo, un boletín constituye una excelente manera de tenerlos informados y destacar los éxitos obtenidos. También es importante un liderazgo fuerte; para conseguirlo, se pueden prever talleres al respecto y planificar el relevo, ya que los voluntarios no estarán siempre disponibles.

Finalmente, el equipo director debe mostrar a los participantes que aprecia el trabajo y esfuerzo realizados mediante recompensas sobre todo de índole moral, tales como reconocimiento público de su contribución o la organización de fiestas en el barrio.

D. Control y evaluación del programa 

La cuarta y última fase está destinada al control del proceso de aplicación del programa y a la evaluación de su impacto sobre el problema. Se trata de una fase esencial en cualquier programa de prevención del delito, siendo el producto esperado la obtención de datos que permitan determinar si debe mantenerse el programa, así como los cambios que en él deban hacerse.

1. Control de la aplicación del programa


El control de cada una de las etapas de la aplicación del programa permite, no solamente saber si sus objetivos se están cumpliendo -y, en caso negativo, las razones de incumplimientos o retrasos en los plazos establecidos-, sino también llevar a cabo los ajustes o cambios que se impongan. 
2. Evaluación del impacto del programa


Más importante es la evaluación del impacto del programa. Una evaluación bien concebida cumple con dos funciones esenciales: determinar si el programa ha cambiado la situación en la colectividad y justificar la continuación y/o extensión de otras actividades preventivas. Con respecto a este último punto, una evaluación de tipo costo/beneficio aporta elementos capitales a los posibles organismos financiadores sobre la oportunidad de implicarse en programas de prevención; el abandono de diversos programas de prevención social aplicados en los Estados Unidos en los años 60 y 70 se debe sobre todo a su alto costo (centenares de millones de dólares) y a sus mediocres resultados.  


Toda evaluación puede articularse alrededor de tres aspectos claves: ¿quién debe hacerla? ¿cuándo? y ¿cómo?

2.1. ¿Quién debe hacer la evaluación?


La evaluación puede ser efectuada por algún miembro del programa o por una persona ajena al mismo. En ambos casos, todos sus miembros deberían estar asociados a dicho proceso y comprender la importancia de llevar correctamente sus expedientes y ponerlos a la disposición del evaluador.


Se reconoce unánimemente que, si los fondos lo permiten, la evaluación debería confiarse a especialistas no vinculados al proyecto, que podrían reclutarse recurriendo a una empresa privada o a las facultades de ciencias sociales; esta manera de proceder garantiza a la vez la competencia (sobre todo en lo atinente a la determinación de la metodología a seguir), independencia y objetividad del evaluador. Si se retienen los servicios de un evaluador externo, importa hacerle participar en el proyecto desde su fase inicial, para que pueda contribuir a la elaboración de los métodos de evaluación del programa antes de su ejecución y los cambios que se necesiten durante la misma.

2.2. ¿Cuándo hacer la evaluación?


Como acaba de indicarse, es sobre todo al principio y al final del programa cuando se necesitan los servicios de un evaluador profesional e independiente.


Al principio, la evaluación contribuye a establecer el orden de prioridad de los problemas de la comunidad, a determinar las medidas más adecuadas para solucionarlos y a fijar los criterios e indicadores susceptibles de medir el impacto del programa. Al final, para estimar dicho impacto. En este último caso, la evaluación debería hacerse después de un plazo razonable (entre tres y nueve meses) de la conclusión del programa; si su impacto se evalúa demasiado pronto, los efectos del programa no habrán podido aún manifestarse, y si se hace demasiado tarde, puede que empiecen a disiparse.


Asimismo, los evaluadores externos deberían hacer evaluaciones intermedias, conjuntamente con los controles de aplicación llevados a cabo por miembros del equipo del programa. Uno de los métodos más utilizados con esta finalidad consiste en la realización de visitas en el medio. 

2.3. ¿Cómo hacer la evaluación?


Dos tipos de enfoques suelen ser utilizados con respecto a esta fase: de acuerdo con un enfoque a priori, el equipo elabora un proyecto, constituyendo la evaluación una de sus principales etapas; según un enfoque a posteriori, el investigador decide medir el impacto de un proyecto ya aplicado o en curso de aplicación. 

Este último enfoque conviene mejor a programas destinados a intentar solucionar un problema criminal bien definido, con objetivos precisos y medios adecuados. Además, presenta un carácter realista, digno de tenerse en cuenta. En efecto, es raro que no pueda hacerse nada para enfrentarse a cualquier problema relacionado con la criminalidad, ya que, por ejemplo, las víctimas suelen adoptar un mínimo de precauciones, la policía realiza investigaciones o el municipio mejora el alumbrado de sus calles. Lo anterior significa que la mayoría de los proyectos de prevención se limitan a añadir algunas medidas nuevas a lo que ya se está haciendo, por lo que entonces se está evaluando sobre todo la eficacia marginal del proyecto.   


Puesto que, en definitiva, la evaluación consiste en determinar si se han alcanzado las metas y objetivos del programa, debe disponerse de indicadores que puedan servir para esta finalidad y establecer los factores numéricos que representen un éxito (por ejemplo, reducción en un 10% de los allanamientos de morada en el sector seleccionado). Para ello, se precisan datos básicos que permitan comparar la situación al principio y al final del programa; dichos datos pueden proceder de las fuentes mencionadas en la sección A de este capítulo (estadísticas policiales, encuestas, entrevistas, etc.). 


Este tipo de evaluación, llamado en la jerga especializada “antes-después”, y que no sólo es el más utilizado actualmente
, sino que se estima seguirá siéndolo en forma masiva en los próximos años, comprende cuatro elementos esenciales
: 

· la determinación de al menos dos períodos de análisis para comprobar el impacto del programa: el período “control” (antes) y el período “experimental” (después);

· la identificación y descripción sistemática del delito -o de los delitos- que servirán de criterio para medir los efectos del programa;

· la descripción precisa de la intervención y de la puesta en marcha del programa, debiendo prestarse una atención especial al elemento humano; y

· los datos comparativos antes y después de la aplicación del programa.


Para la comparación se suele utilizar dos delitos o dos lugares (uno control, otro experimental), aunque a veces se emplea como elemento de control la totalidad de la criminalidad de una ciudad, con la finalidad determinar si la posible baja en el lugar experimental no constituye en realidad sino un aspecto de un movimiento general hacia la disminución de la delincuencia.


El factor tiempo es una variable capital en la evaluación de tipo “antes-después”. En la mayoría de los casos se suele retener un único período control y experimental, precediendo generalmente el primero al segundo. La duración óptima del período experimental depende de la frecuencia (diaria, semanal, mensual o anual) de base de los comportamientos delictivos seleccionados. Mientras más elevada sea la frecuencia de un tipo de delito, más reducida puede ser la duración de los períodos control y experimental, aunque la situación inversa puede darse asimismo: mientras más débil sea dicha frecuencia, más se necesitará alargar la duración de los períodos. De esta manera, por ejemplo, una estrategia para prevenir las agresiones sexuales (delito poco frecuente) requiere una duración de los programas mucho más larga que otra para prevenir los allanamientos de morada (delito bastante frecuente).


Además, sucede a menudo que un programa de prevención se origina como reacción a un fuerte incremento de la criminalidad. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que un aumento inhabitual del volumen de la delincuencia suele ser seguido de una baja del mismo. Se trata del fenómeno conocido en estadísticas como “regresión a la normal” (o a la media). Los programas  de prevención centrados en un barrio urbano y ciertos delitos específicos (allanamiento de residencias, robo de vehículos)  suelen ser sensibles a tal fenómeno, en cuyo caso la disminución observada durante el programa no se deberá necesariamente a los efectos del programa.


Otro problema delicado concierne la interpretación de los resultados de la evaluación, a menudo dependientes de ciertas reacciones de los delincuentes y de sus víctimas frente a intervenciones de naturaleza preventiva. Se trata sobre todo de los fenómenos de desplazamiento y reemplazo de la criminalidad, de la difusión de beneficios y de la tendencia de las víctimas a reportar más delitos
.


Cuando, como consecuencia de un programa de prevención, ciertos infractores se ven afectados por las medidas adoptadas, sucede a menudo que o bien abandonan los sitios u objetos bien protegidos, escogiendo otros que lo son menos, o bien se adaptan a la situación desplazándose a sectores contiguos al territorio en el cual se aplica el programa, o bien finalmente cambian de táctica escogiendo delitos similares a aquél que se les impide cometer; en estos casos, se está en presencia del fenómeno de desplazamiento. 


En sentido positivo, algunas medidas de prevención situacional, en vez de acarrear desplazamientos de la criminalidad, parecen haber dado como resultado la reducción de otros delitos que no figuraban entre los seleccionados por el programa. Se trata entonces de lo que algún autor ha llamado “difusión o extensión de beneficios”
.

Asimismo suele observarse que, posiblemente alentadas implícita o explícitamente por ciertos programas de prevención -por ejemplo, la vigilancia de barrio o la identificación de bienes de valor-, las víctimas notifican a las autoridades policiales incidentes que antes no consideraban oportuno denunciar, pudiendo entonces quedar ocultada la eficacia real del programa por el incremento de delitos reportados; esto ocurre sobre todo con respecto a los delitos de menor gravedad y a las tentativas.


En resumidas cuentas, no basta con reconocer la necesidad de la evaluación de los programas de prevención. Dicha operación debe ser realizada por evaluadores competentes e independientes, y sus conclusiones deben ser conocidas gracias a su amplia difusión (en boletines informativos, en revistas especializadas o en cualquier otro medio similar). 

E. Importancia de la participación policial

Conviene finalmente resaltar la importancia de la participación policial en cualquier programa de prevención del delito. Esta participación puede concretarse en actividades tales como el suministro y análisis de las estadísticas criminales, la formación del personal del equipo del programa, la facilitación del uso de dispositivos de seguridad, la asistencia en las relaciones con los medios de comunicación y, obviamente, la patrulla (a pie o motorizada).


Con respecto a este tema, debe tenerse en cuenta el nuevo modelo de policía comunitaria, imaginado como una solución prometedora para hacer frente al grave problema del incremento de la criminalidad y de la inseguridad ciudadana. Este modelo, que se ha extendido en forma rápida en Estados Unidos, Canadá y Europa, surge como reacción al escaso éxito del modelo policial “profesional”, aunque en realidad no se trata de un nuevo concepto, sino más bien de la recuperación del modelo elaborado hace más de 150 años por Sir Robert Peel y aplicado a la policía metropolitana de Londres. 


Este nuevo modelo, casi desconocido en América Latina
, ha dado lugar a una muy abundante literatura que permite determinar su definición y objetivos
. 


 Así, la policía comunitaria se define en función de las siguientes características principales:  

· ampliación del mandato policial tradicional, que no se limita al mantenimiento del orden y a la prevención y represión de la criminalidad, sino que abarca la resolución de los problemas de la comunidad; 

· actitud y comportamiento proactivo más que reactivo; 

· establecimiento de mecanismos de asociación y cooperación con las autoridades políticas, los servicios públicos y privados, los medios de comunicación y la comunidad en general; 

· descentralización y delegación de responsabilidades, con énfasis en los problemas locales; 

· desarrollo de policías más generalistas que especialistas; y

· obligación de rendir cuentas a la comunidad y a los responsables políticos del nivel territorial correspondiente.


En cuanto a los objetivos del nuevo modelo, parece existir consenso en considerar como meta general mejorar la calidad de vida de los ciudadanos y favorecer una mayor cohesión y solidaridad sociales y, como finalidades específicas, conseguir la disminución de ciertos delitos (agresión, robo en las casas, vandalismo, distribución de drogas) y del sentimiento de inseguridad; mejorar la imagen de la policía; sensibilizar a la población sobre el problema de la seguridad personal; y contribuir a la participación de la comunidad en la resolución de los problemas sociales (incluido el delictivo) que puedan aquejarla. 


Este modelo policial presenta ventajas evidentes y ha dado hasta ahora resultados satisfactorios: disminución de ciertos delitos y del sentimiento de inseguridad
; demostración de una ruptura del lazo causal entre criminalidad y sentimiento de inseguridad (la criminalidad puede no disminuir, pero sí el miedo al crimen), fenómenos que evolucionan en forma relativamente independiente; mayor visibilidad; contactos más ricos y prometedores; y mejor imagen y satisfacción de la policía ante y con la ciudadanía.


Sin embargo, también se enfrenta a serias dificultades, muchas de ellas inspiradas en las siguientes críticas principales emitidas sobre el nuevo modelo: desplazamiento de la criminalidad, determinación de nuevas estructuras policiales y de un nuevo mandato policial, conservadurismo del medio policial, resistencias ante la necesidad de descentralización y delegación de autoridad, posibilidad de corrupción, cambios en los sistemas de evaluación (¿cómo medir la eficacia de la asociación policía-ciudadanos, la cohesión social de una comunidad?) y, sobre todo, críticas acerca de la naturaleza y el significado del papel que dicha comunidad, actualmente bastante precario y ambiguo, deba desempeñar en este nuevo modelo
. 

F. El papel de los consejos de prevención del delito

Ante las dificultades encontradas en coordinar los esfuerzos de las numerosas y diversas instituciones involucradas en el campo de la prevención del delito, la ausencia de una política nacional en la materia y la necesidad de incorporar a la comunidad en tareas preventivas, se ha planteado en las últimas décadas la oportunidad de crear un organismo que, además de otras funciones, cumpliera sobre todo con las que acaban de indicarse. Algunos países (todos ellos europeos) se han dotado de una institución similar, mientras que otros (Canadá) están preconizando su constitución. Como podrá verse seguidamente, los consejos de prevención no siempre han sido creados con un ámbito nacional; asimismo se observarán importantes diferencias en cuanto a su adscripción, estructura, financiamiento y atribuciones
.

1. En Alemania no hay una política de prevención del delito a nivel nacional. Sin embargo, algunos länder (estados) han creado consejos de prevención del delito. 


Así, el land de Schleswig-Holstein (2.500.000 habitantes) creó en 1990 un consejo para la prevención de la delincuencia, dependiente logísticamente del Ministerio del Interior y compuesto por 120 miembros que representan a todas las capas sociales. Su organización es la siguiente: una asamblea general, un directorio (ministros de Justicia, Asuntos culturales, Asuntos sociales e Interior), una gerencia (2 inspectores del Ministerio de Interior) y un consejero científico. 10 grupos de trabajo tienen como tarea investigar la situación general de la delincuencia, la creación de una red de acción, la socialización, ciertas formas específicas de delincuencia (medio ambiente, toxicomanías, fraudes a seguros y violencia), la prevención técnica, la escuela y la policía. Además, 10 municipios del land han creado consejos comunales para la prevención de la delincuencia.

El land de Berlín creó en 1991 la Comisión de Berlín contra la violencia, compuesta por una administración reducida, un consejo científico y grupos de trabajo (80 expertos benévolos que efectúan investigaciones empíricas). Esta Comisión ha recomendado la creación de consejos de distrito contra la violencia, abiertos a todos, para servir de interlocutores ante quienes tengan problemas y no sepan cómo resolverlos; ya se han creado algunos de estos consejos.

El Ministerio de Interior del land de Brandebourg inició en 1991 un programa de mesas redondas sobre la seguridad urbana, conformadas por representantes de la policía, de los servicios municipales, de las asociaciones de ciudadanos, de las iglesias, de la empresa, etc.

Finalmente, el land de Hesse creó en 1993 un consejo para la prevención de la delincuencia, presidido por un experto que no pertenece ni a la policía ni a la justicia, en el que están representados el gobierno del land, la Unión de municipios alemanes, las asociaciones, la empresa, los medios de comunicación e investigadores. Existen grupos de trabajo sobre violencia (pública y contra las minorías extranjeras), toxicomanía e integración política.

2. En Bélgica, los programas de prevención de la delincuencia dependen del Ministerio de Interior, de las regiones y de los municipios. En 1991 se creó un consejo de distrito de ayuda a la juventud, conformado por representantes de diversas capas socioprofesionales, con la finalidad de contribuir a elaborar las medidas normativas requeridas para la prevención de la delincuencia en las ciudades. Existe una  concertación entre el Ministerio Público, la Policía Judicial, las policías locales, la Gendarmería y la administración comunal, para definir acciones en los barrios más difíciles. En 1992 y 1993 se firmaron contratos de seguridad entre el Gobierno y las grandes ciudades “con riesgos”: en 1993, con la región de Bruselas-capital, para reforzar la policía de proximidad en la calle, mejorar la acogida en las comisarías, acompañar a los jóvenes “hooliganes” a los partidos de fútbol, reclutar mediadores y asistentes de concertación para extranjeros y grupos específicos e instalar un centro intercomunal de crisis en materia de toxicomanías; asimismo se han firmado contratos entre las autoridades judiciales de Bruselas y la sociedad de transportes intercomunales para imponer penas de reparación por los deterioros causados en el metro. Finalmente, se ha conseguido establecer concertaciones comunales en algunos barrios, con representantes de la administración y de la población local, para intentar apaciguar las situaciones de tensión urbana, de miedo o de rechazo a extranjeros.

3. En Francia, se creó en 1983 el Consejo Nacional para la Prevención de la Delincuencia, basado en el modelo sueco y presidido por el primer ministro y conformado por 80 miembros (5 parlamentarios, 35 alcaldes, 12 ministros y 28 expertos o representantes de organismos privados interesados por la delincuencia, las drogas o los problemas sociales). Desde esta fecha, se han creado unos 700 Consejos comunales de prevención de la delincuencia, presididos por el alcalde y con representantes del Estado (ministerios responsables de Asuntos sociales, Educación, Vivienda, Deportes e Interior) y de la comuna, así como de las asociaciones, de un juez de menores, de un juez para la aplicación de la pena y de personalidades cualificadas. Sus principales actividades están centradas en las situaciones generadoras de delincuencia, tales como el desempleo de los jóvenes y los bloques de viviendas sin infraestructura recreativa y servicios de guardería. 

En 1992, el Ministerio de Interior y Seguridad Pública publicó un plan de acción, una de cuyas medidas consistía en elaborar planes locales de seguridad en concertación con los elegidos en las comunas, la autoridad judicial, la policía y la Gendarmería, los responsables de los establecimientos escolares, los propietarios y gestionarios de viviendas sociales, las empresas “con riesgos” (bancos, grandes superficies comerciales, etc.) y las redes de transporte en común. 

4. En Gran Bretaña
, se constituyó en 1983 una unidad de prevención de la delincuencia, dependiente de la dirección de policía del Home Office (Ministerio del Interior), con la finalidad esencial de promover actividades de prevención y ayudar en esta misión a los servicios locales, sobre todo policiales. Entre sus realizaciones, apoyadas financieramente por el sector privado, cabe mencionar una mayor concienciación e implicación del público en programas preventivos y la aplicación de programas titulados “5 ciudades” (1985) y “ciudades más seguras” (1988). Este último programa tenía por objeto reducir la delincuencia y el sentimiento de inseguridad de 20 ciudades con tasas elevadas de criminalidad e importantes problemas socioeconómicos; en cada una de ellas, los coordinadores se reclutaban entre los miembros de la comunidad. 

Asimismo se creó en 1986 un grupo interministerial para la prevención de la delincuencia y, en 1988, un consejo nacional de carácter no lucrativo; ambos reciben ayuda del sector privado.

En 1989, se organizó la Asociación de Luton, Bedfordshire, presidida por un eminente hombre de negocios (o su equivalente) y cuyo coordinador no formaba parte de las agencias locales. El Comité director decidió basarse en tres enfoques con respecto a la delincuencia urbana: reducir las ocasiones ofrecidas a los infractores, atacar las raíces de la delincuencia y alentar a los ciudadanos para que ejercieran un control informal en su barrio. En 1990, se seleccionaron los siguientes campos de acción: perfil de la delincuencia, juventud, centro-ciudad, allanamiento de morada, delincuencia contra la persona, robos de carros y educación. 

En 1991, se adoptó una estrategia de seguridad comunitaria en Hammersmith & Fulham - Comunidad urbana de Londres. La conformaban una unidad de seguridad comunitaria (responsable ante el consejo municipal y compuesta por 5 agentes con un fuerte soporte administrativo), un grupo comunitario de estrategia comunitaria (conformado por responsables de la policía, de la probación, de la administración municipal, de los tribunales y servicios para menores, de la unidad de seguridad comunitaria y de la coordinación del proyecto “ciudades más seguras”) y un grupo director de este último proyecto. 


En 1993, el ministro responsable del Home Office anunció la creación de un nuevo Consejo Nacional para la Prevención del Delito, conformado por representantes de la industria, el comercio, los negocios y las asociaciones benévolas, así como la intención de duplicar el número de proyectos del programa “ciudades más seguras”.


Algunas evaluaciones indican, sin embargo, la existencia de diversas deficiencias en tales programas, entre ellas la falta de medios y de formación de los voluntarios, la carencia de una estructura adecuada para hacer funcionar las actividades de prevención en el plano local y la ausencia en numerosos casos de un análisis previo de la realidad.


5. En los Países Bajos, para facilitar la puesta en marcha de las políticas preventivas gubernamentales, se creó en 1985 una comisión interministerial para la prevención social de la delincuencia, presidida por el director general del Departamento de Policía e Inmigración del Ministerio de Justicia. Su principal función consistía en estimular y coordinar la ejecución de las políticas preventivas propuestas, sobre todo en el plano local, por los ministerios y organismos involucrados. En los municipios, es el burgomaestre (alcalde) el principal responsable de la prevención social de la delincuencia.


6. En Suecia
, se creó en 1974 el Consejo Nacional para la Prevención de la Delincuencia, organismo gubernamental dependiente del Ministerio de Justicia cuyo mandato principal era reducir a largo plazo la criminalidad y mejorar la seguridad ciudadana. Para conseguirlo, se enfatiza en la investigación (de hecho, se trata de la institución más importante en materia de investigación sobre la delincuencia) y la información al público. El Consejo, cuyos miembros representan diversas profesiones (juristas, criminólogos, psicólogos, sociólogos, estadísticos, etc.), trabaja en estrecha colaboración con los organismos gubernamentales, el Poder Judicial, las administraciones locales y las entidades y ciudadanos interesados en el tema. Sus principales esfuerzos se centran en el análisis de la criminalidad y la elaboración de políticas de prevención del delito destinadas a ser aplicadas sobre todo en el plano local; en los últimos años, sus programas incluían temas como la violencia, la criminalidad de los inmigrantes, el abuso de drogas y las infracciones a la circulación. En 1991, el gobierno le dio como misión colaborar con la Dirección nacional de policía con vistas a la creación de organismos de prevención en cinco ciudades del país.


Los demás países escandinavos (Dinamarca, Finlandia y Noruega) tienen asimismo consejos nacionales para la prevención de la delincuencia, aunque el más importante es el sueco
. Tradicionalmente, los gobiernos suelen invitar a representantes del mundo académico para que participen en sus diversas comisiones y grupos de trabajo. Los principales temas retenidos han sido la delincuencia juvenil, la mediación, las víctimas (sobre todo Finlandia) y los efectos de las sanciones penales.

7. Finalmente, en Canadá, como consecuencia de varios informes
, se creó en 1994 un Consejo Nacional para la Prevención del Delito, organismo pluridisciplinario e independiente, conformado por 24 voluntarios escogidos por el Ministro de Justicia y el Procurador General de Canadá después de haber consultado a las provincias. En 1995, sus prioridades eran los niños y los jóvenes y las cuestiones de actualidad en materia de justicia (reforma de la legislación, etc.).  

En Quebec, existen desde 1971 comités regionales para la prevención de la delincuencia, así como organismos comunitarios con la misma finalidad. En el informe citado de 1993, se proponen tres modelos de estructura, bajo la dirección del Ministerio de Seguridad Pública, basados en el desarrollo socioeconómico de los municipios.


8. La creación de consejos nacionales de prevención del delito ha supuesto un adelanto considerable en esta materia, especialmente por la posibilidad que ofrecen a los países de disponer de un organismo que determine las políticas de carácter general a seguir en el campo; en la gran mayoría de los casos, el problema criminal suele plantearse en el plano nacional y, aun cuando no lo sea, es importante asegurarse que las acciones emprendidas a otros niveles no entren en contradicción entre ellas. El gran inconveniente de dichos consejos reside, sin embargo, en su posible transformación en instituciones excesivamente burocratizadas y centralizadas, así como en la existencia de demasiados organismos, sobre todo gubernamentales, no siempre coincidentes en sus políticas y estrategias.

Conclusiones

No puede haber conclusiones cerradas en un trabajo dedicado a un tema tan complejo y problemático. Por ello, nos limitaremos a destacar en forma esquemática sus aspectos más significativos y las perspectivas que se ofrecen a América Latina en el campo de la prevención del delito.

1. Aunque la casi totalidad de lo expuesto en este trabajo se refiere a ciertos países (Estados Unidos, Canadá, Europa), las experiencias exitosas llevadas a cabo en materia de prevención podrían probarse, con las necesarias adaptaciones, en los países latinoamericanos. En particular, la adopción del modelo que combina los enfoques situacional y social (seguido por Canadá y los países europeos), presentado en esta obra.


2. El enfoque situacional representa un modelo seductor -sobre todo para los ciudadanos y los políticos-, ya que en un corto plazo, y a condición de ser aplicado correctamente, permite resultados espectaculares. Como indica un autor, “la prevención situacional se basa en el postulado según el cual es más fácil cambiar las situaciones que las personas”
.



Sin embargo, deben tenerse en cuenta las observaciones hechas en cuanto a los límites conceptuales de este enfoque, que generalmente se basa en un análisis incompleto de la situación precriminal, así como en la creencia del carácter “mecanicista” del control social
. Por ello, dicho enfoque sólo debe considerarse como una de las maneras de aproximarse al fenómeno delictivo
.


3. A este respecto, la prevención social sigue siendo irreemplazable, aunque su eficacia pueda verse hoy día limitada por las presiones de los ciudadanos y algunos grupos sociales (policía, políticos), que invocan, no sin razón, la existencia de factores sobre los cuales las medidas preventivas han de actuar, tales como la disolución del núcleo familiar, el abandono de la misión educativa de la escuela o la influencia de los medios de comunicación en la creación y desarrollo de determinadas percepciones sociales sobre la criminalidad y el delincuente; sin olvidar que sus posibles efectos, de realizarse, lo serán a largo plazo. El verdadero valor de este enfoque consiste, como ya se ha indicado, en atacar las causas profundas de la delincuencia y, al hacerlo, contribuir a un mundo con una mejor calidad de vida.


4. El modelo propuesto, que en ningún caso debería ser considerado como una panacea universal, parece prometedor para alcanzar los dos objetivos subyacentes a sus dos aspectos: intentar, en el corto plazo, resolver ciertos problemas inmediatos y preocupantes relacionados con la criminalidad y, en el mediano y largo plazo, favorecer el advenimiento de comunidades más armoniosas, seguras y participativas. Su eficacia dependerá, sin embargo, de la estricta aplicación de las fases y etapas indicadas y, sobre todo, de su evaluación
.


5. En ambos enfoques, es imprescindible la participación policial, siendo asimismo recomendable la creación de consejos nacionales de prevención del delito para asegurar políticas coherentes en el área
.
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“DIOS, JUAN PABLO DUARTE Y JUAN BOSCH – POR SIEMPRE”®
� Como se verá más adelante, la disminución experimentada por la criminalidad en algunos países (Estados Unidos, Canadá) desde hace unos cinco años parece deberse sobre todo a la aplicación del modelo de policía comunitaria.


� Con respecto a la prevención del delito en América Latina, véase el inventario hecho por Lola ANIYAR de CASTRO, “Bilan des connaissances en Amérique latine hispanophone”, en Philippe ROBERT (bajo de la dirección de), Les politiques de prévention de la délinquance à l’aune de la recherche, Paris, L’Harmattan, 1991, pp. 57-80. En algunos países (Argentina, Brasil, Chile, Colombia y Venezuela) se han celebrado en la última década diversos congresos sobre el tema de la inseguridad en medio urbano, con la colaboración de organismos internacionales con sede en Canadá y Europa especializados en la materia; sin embargo, aún no se han publicado las actas correspondientes.  


� Ilustremos lo anterior en relación con el caso estadounidense y, en especial, con la disminución espectacular de la criminalidad en algunas de sus ciudades más importantes, sobre todo en Nueva York. De acuerdo con las estadísticas criminales oficiales (Uniform Crime Report, publicado anualmente por el FBI), el número de delitos reportados en el país está disminuyendo en promedio en un 2% por año desde 1989, siendo su disminución entre 1994 y 1995 de un 4% en lo que respecta a los delitos violentos (el 8% en el caso de homicidios, el 6% en el de violaciones, el 7% en el de robos con violencia en las personas y el 3% en el de asaltos) y de un 1% en cuanto a los delitos contra la propiedad. En las ciudadades con una población de más de un millón de habitantes, tales bajas son superiores durante este período: 6% para el total, 8% para los delitos de violencia y 5% para las infracciones contra la propiedad; en el caso de Nueva York, la disminución es aún más espectacular: el 14,5% para el total, el 25% para los homicidios, el 23% para los robos de vehículos, el 18% para los robos con violencia en las personas, el 17% para los allanamientos de morada, el 9% para los asaltos y el 4% para las violaciones. Un análisis crítico de la disminución registrada en este país desde 1989 permite hacer las siguientes observaciones: 1) tal baja se da esencialmente en los delitos contra la propiedad, más importantes numéricamente (entre 1989 y 1993, el total de los delitos registrados bajó en un 0,8% y los delitos contra la propiedad en un 3,1%, pero las infracciones violentas se incrementaron en un 16,9%); 2) si se considera un período de tiempo más amplio, sigue dándose un incremento tanto del total de la criminalidad como de sus formas más significativas (entre 1984 y 1993, un 19% del total, un 51,1% de los delitos violentos y un 15,2% de los delitos contra la propiedad); 3) las bajas de importancia registradas en las grandes ciudades sólo tienen lugar en algunas de ellas (Nueva York, Miami, Los Angeles); en otras (Dallas, Detroit) la disminución corresponde a la media del país y en otras se observan aumentos del total de delitos (3% en Houston, 8% en Filadelfia y 9% en Phoenix entre 1994 y 1995); 4) aunque no haya explicaciones unívocas sobre las causas de la disminución registrada en el lustro pasado, las que merecen mayor crédito son las basadas en la puesta en marcha del modelo de policía comunitaria y en la política de línea dura aplicada desde hace más de una década.


� Laura CHINCHILLA M., “Seguridad ciudadana y reforma policial en Centroamérica”, en Actas del Programa de Cooperación Comunidades Europeas “Seguridad Ciudadana y Capacitación Policial en Centroamérica”, en prensa. 


� En Costa Rica, la disminución del 12,4% del conjunto de la criminalidad registrada en 1995 con respecto al año precedente, sobre todo de los delitos contra la propiedad, parece deberse esencialmente a la aplicación de directrices giradas a los jefes de oficinas del Organismo de Investigación Judicial consistentes en no recibir denuncias relacionadas con este tipo de delitos cuando el monto de lo sustraido no supere el mínimo establecido por la ley, aunque también a la desarticulación de algunas bandas dedicadas al robo de automóviles.


� En Costa Rica, una encuesta nacional realizada en 1986 con una muestra significativa de la población en el marco de un diagnóstico sobre la justicia penal indicaba que el 20% de los entrevistados declaraba haber sido víctima de algún delito en el último año, sobre todo de robo en la calle, en la casa y en el trabajo (José Ma. RICO y otros, La justicia penal en Costa Rica, San José, EDUCA, 1988, pp. 76-77). Otras encuestas de opinión pública llevadas a cabo posteriormente por CID-Gallup, UNIMER y otras firmas especializadas muestran porcentajes análogos. En El Salvador, una encuesta de CID-Gallup, publicada en junio de 1996, indicaba que una tercera parte de la población había sido víctima de un robo o asalto en los cuatro últimos meses; en mayo de 1996, el 26,4% de los ciudadanos declaraban haber sido víctimas de un asalto, sobre todo en su colonia o vecindario (el 25%), cerca del lugar de trabajo (el 16%), en el autobús (el 15%) y en la propia vivienda (el 13%)(“Encuesta sobre la Ley de Emergencia y opinión sobre la delincuencia”, Instituto Universitario de Opinión Pública, Universidad Centroamericana José Simeón Cañas, informe n. 54, mayo 1996, San Salvador).


� RICO y SALAS, op. cit., pp. 16-36.


� En constante aumento y con deficientes mecanismos de control (cf. RICO y SALAS, op. cit., pp. 137-168).


� J. E. CONKLIN, The Impact of Crime, New York, Macmillan, 1975 (citado en Partners in Crime Prevention: for a Safer Quebec, Report of the Task Force on Crime Prevention, 1993, pp. 49-50). Sobre este tema, véase asimismo José Ma. RICO y Luis SALAS, Inseguridad ciudadana y policía, Madrid, Tecnos, 1988,  pp. 36-43. En relación con el tema de la tendencia a exigir medidas más represivas, en Costa Rica se aprobó en 1996 un conjunto de reformas penales, tales como la Ley Penal Juvenil y diversas modificaciones al Código Penal consistentes en revisar la edad requerida para incurrir en responsabilidad penal e incrementar las penas previstas para varios delitos; en El Salvador, además de haberse instaurado la pena de muerte para ciertos delitos graves en octubre de 1996, se promulgó en marzo del mismo año una Ley Transitoria de Emergencia contra la Delincuencia y el Crimen Organizado, de carácter punitivo; en Guatemala, los medios de comunicación han difundido, con un afán aleccionador, la ejecución de dos condenados en septiembre de 1996; y en Guatemala, Honduras y Nicaragua, el ejército ha sido llamado para apoyar a los servicios policiales en su lucha contra la delincuencia. Con respecto a este mismo tema, cabe mencionar diversos casos de linchamiento popular en algunos países (Guatemala, Honduras) o de asesinatos imputados a organismos paramilitares de los llamados “niños de la calle” en otros (Brasil, Colombia).


� The Canadian Criminal Justice Association, “Safer Communities: A Social Strategy for Crime Prevention in Canada”, Canadian Journal of Criminology, october 1989, pp. 373-382; Partners in Crime Prevention: for a Safer Quebec, op. cit., pp. 79-90; ONU, Octavo congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente (La Habana, Cuba, 1990), Prevención del delito y justicia penal en el contexto del desarrollo: realidades y perspectivas, ONU, Nueva York, 1990.


� CHINCHILLA, op. cit. 


� José Ma. RICO, Policía y sociedad democrática, Madrid, Alianza Universidad, 1983, pp. 19-22.


� En El Salvador, por ejemplo, la encuesta mencionada de mayo de 1996 muestra que sólo el 24,4% de los entrevistados que habían sido víctima de un asalto denunciaron el hecho a la Policía Nacional Civil; las principales razones de no denunciar el hecho fueron la inutilidad (el 45%), el miedo a represalias (el 25,2%), la falta de pruebas (el 9,5%) y el carácter poco importante de la infracción (el 8,7%); de hecho, en más de la mitad de los casos, los entrevistados opinaron que las autoridades no hicieron nada, y un 48% que la policía estaba perdiendo el apoyo y respeto de la población. 


� En este sentido, Raymond GASSIN, “La notion de prévention de la criminalité”, en La prévention de la criminalité en milieu urbain, Presses Universitaires d’Aix-Marseille, Faculté de Droit et de Science Politique, 1992, pp. 21-36 (en especial, p. 21).


� “Desde un punto de vista científico, puede decirse que se entiende por prevención el conjunto de medidas de política criminal -con la exclusión de las medidas de intervención penal- que tienen por finalidad exclusiva -o al menos parcial- limitar la posibilidad de aparición de actividades criminales, haciéndolas imposibles, más difíciles o menos probables” (Raymond GASSIN, Criminologie, Paris, Dalloz, 1990, p. 713). “La prevención tiende a reducir la frecuencia de ciertas conductas incriminadas por la ley penal -aunque asimismo actos de ‘incivismo’ que no siempre constituyen delitos- mediante el recurso a soluciones diferentes a la sanción penal” (Philippe ROBERT, “Les chercheurs face aux politiques de prévention”, en ROBERT, op. cit., pp. 13-27 (en especial, p. 14). “Por prevención del delito se designan las intervenciones no penales sobre las causas próximas de los eventos criminales, con la finalidad específica de reducir sus riesgos o su gravedad” (Maurice CUSSON y otros, La planification et l’évaluation de projets en prévention du crime, Québec, 1994, p. 5). Se entiende por prevención “toda intervención en los mecanismos que causan los actos delictivos” (P. EKBLOM, “Proximal Circumnstances: A Mechanism-Based Classification of Crime Prevention”, en R.V. CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, vol. 2, Monsey, New York, Criminal Justice Press, 1994, pp. 185-233, en especial, p. 194).


� Como se verá más adelante, estas medidas forman parte del enfoque aquí privilegiado. La acción y la colaboración policiales son indispensables en cualquier programa de prevención comunitaria, y no se deben descartar a priori los efectos disuasivos que puedan ejercer las sanciones impuestas por los tribunales.


� GASSIN, “La notion de prévention de la criminalité”, op. cit., p. 28. 


� CUSSON y otros, op. cit., pp. 5-7. 


� En este sentido,  Partners in Crime Prevention: for a Safer Quebec, op. cit., p. 114. 


� RICO y SALAS, op. cit., p. 232.


� Ibid.,  pp. 174-175.


� GASSIN, “La notion de prévention de la criminalité”, op. cit., pp. 22-25 y 30-33. 


� Martine FOURCAUDOT y Lionel PREVOST, Prévention de la criminalité et relations communitaires, Montréal, MODULO, 1991,  pp. 4-12.


� En este sentido, Prévention du crime au Canada: vers une stratégie nationale, Douzième rapport du Comité permanent de la Justice et du Solliciteur Général, Chambre des Communes, Canada, février 1993, pp. 16-23 y Partners in Crime Prevention, op. cit., p. 115. 


� GASSIN, “La notion de prévention de la criminalité”, op. cit., p. 31 y ROBERT, op. cit., p. 16. 


� Además de las referencias preentadas hasta ahora con respecto a Canadá, véanse, entre otros: R.V. CLARKE (ed.), Situational Crime Prevention. Successful Case Studies, New York, Harroe & Heston, 1992; R.V. CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, Monsey, New York, Criminal Justice Press (vol. 1, 1993, y vol. 2, 1994); H. HEAL y G. LAYCOCK (ed.), Situational Crime Prevention: From Theory into Practice, London, H.M.S.O., 1986; J. GRAHAM, Crime Prevention Strategies in Europe and North America, Helsinki, Helsinki Institute for Crime Prevention and Control, 1990; Steven P. LAB, Crime Prevention. Approaches, Practices and Evaluations, Second Edition, Cincinnati, Ohio, Anderson Publishing Co., 1992; O. NEWMAN, Defensible Space. Crime Prevention Through Urban Design, New York, Macmillan, 1972; y D.P. ROSENBAUM (ed.), Community Crime Prevention. Does it Work?, Beverly Hills, CA, Sage Publications, 1986. 


� ROBERT, op. cit., pp. 16-17. 


� En este sentido, Partners in Crime Prevention: for a Safer Quebec, op. cit., pp. 117-122 y CUSSON y otros, op. cit., p. 10. 


� CUSSON y otros, op. cit., pp. 8-10, a quienes se debe esta tipología, utilizan la expresión “prevención individual”. 


� RICO y SALAS, op. cit., pp. 169-237. 


� Lo esencial sobre este tema ha sido tomado de CUSSON y otros, op. cit., pp. 17-22, con base en un reciente inventario de 122 evaluaciones que implicaban 249 intervenciones (121 de las cuales fueron consideradas exitosas), realizado por B. POYNER, “What Works in Crime Prevention: an Overview of Evaluations”, en R.V. CLARKE (ed.), Crime Prevention Studies, vol. 1, Monsey, New York, Criminal Justice Press, 1993, pp. 7-34. Véase asimismo Maurice CUSSON, “L’analyse criminologique et la prévention situationnelle”, Revue Internationale de Criminologie et de Police Technique, vol. XLV, n. 2, 1992, pp. 137-149 (en especial, p. 146).


� CUSSON, “L’analyse criminologique et la prévention situationnelle”, op. cit., pp. 139-140.


� Gary LAFREE y Christopher BIRBECK, “Hacia el desarrollo del análisis situacional en la criminología: un estudio de tres tipos de delito en Estados Unidos y Venezuela”, Capítulo Criminológico, n. 18-19, 1990-1991, pp. 49-81 (en especial, p. 52).


� L. E. COHEN y M. FELSON, “Social Change and Crime Rate Trends: A Routine Activities Approach”, American Sociological Review, n. 44, 1979, pp. 588-608. 


� Michael J. HINDELANG y otros, Victims of Personal Crime: An Empirical Foundation for a Theory of Personal Victimization, Cambridge, Ballinger, 1978. 


� D.B. CORNISH y R.V. CLARKE (ed.), The Reasoning Criminal: Rational Choice Perspectives on Offending, New York, Springer Verlag, 1986 y CLARKE, Situational Crime Prevention, op. cit. Otras teorías en este sector son la del “espacio defendible”  y de la reorganización del entorno físico (O. NEWMAN, Defensible Space. Crime Prevention Through Urban Design, New York, Macmillan, 1972).


� Raymond GASSIN, “Les relations entre la prévention situationnelle et le contrôle de la criminalité”, Revue Internationale de Criminologie et de Police Technique, vol. XLIX, n. 3, 1996, pp. 259-271 (en especial, pp. 262-266). 


� Ibid., pp. 267-268.


� LAFREE y BIRBECK, op. cit., pp. 53-54. 


� CUSSON y otros, op. cit., pp. 13.15


�Marcel FRECHETTE y Marc LEBLANC, Délinquances et délinquants, Chicoutimi, Québec, Gaëtan Morin, 1987. 


� A.J. REISS, “Co-Offending and Criminal Careers”, en M. TONRY y N. MORRIS (ed.), Crime and Justice: A Review of Research, vol. 10, Chicago, University of Chicago Press, 1988, pp. 117-170. 


� M.R. GOTTFREDSON y T. HIRSCHI, A General Theory of Crime, Stanford, CA, Stanford University Press, 1990. 


� RICO y SALAS, op. cit., pp. 202-203 y B. POYNER, "What Works in Crime Prevention: an Overview of Evaluations," en CLARKE, op. cit., vol. 1, pp. 7-34.


� Este modelo y sus etapas reproduce ampliamente el propuesto en Canadá por el Ministerio de Justicia en un documento titulado Pour un Canada plus sûr. Guide de prévention communitaire du crime, Ottawa, 1996. También se inspira ampliamente de los capítulos 2, 3 y 4 de CUSSON y otros, op. cit.


� A condición de presentar requisitos de fiabilidad, deben privilegiarse las estadísticas policiales, que recogen datos más cercanos a la realidad (el delito) que se pretende medir, a las estadísticas judiciales.


� Por esta razón sólo se siguen practicando en los Estados Unidos en forma esporádica en algunas grandes ciudades y en Canadá cada cuatro años.


� CUSSON, “L’analyse criminoloique et la prévention situationnelle”, op. cit., pp. 142-143; CUSSON y otros, op. cit., pp. 36-37.


� Conviene mencionar, sin embargo, que la intervención del sistema penal oficial puede presentar la paradoja de confiar una importante responsabilidad preventiva a organismos cuya perspectiva central reposa en la represión o en otros objetivos de tal sistema (ROBERT, op. cit., p. 19).


� Así, el modelo social aplicado en los Estados Unidos en la década de los 60 (RICO y SALAS, op. cit., pp. 199-203).


� CUSSON y otros, op. cit., pp. 32-35. 


� En los Estados Unidos, más del 90% de los proyectos evaluativos en materia de prevención utilizan este método (A.J. LURIGIO y D.P. ROSENBAUM, “Evaluation Research in Community Crime Prevention: a Critical Look at the Field”, en ROSENBAUM ed., op. cit., pp. 19-44).


� CUSSON y otros, op. cit., pp. 49-53. 


� Ibid., pp. 59-63. 


� CLARKE (ed.), Situational Crime Prevention, op. cit., pp. 22-26. 


� Existen, sin embargo, en diversos países de la región, experiencias tendientes a acercar la policía a la comunidad. Véanse, por ejemplo, con respecto a Venezuela, Luis G. GABALDON y Mario MURUA, “Interacción policía-público: activación, respuesta y variables interpersonales y situacionales”, Revista CENIPEC, n. 8, 1983, pp. 33-72; Daniela BETTIOL y Luis G. GABALDON, “Aspectos colectivos frente al control social en dos áreas residenciales de Venezuela”, Capítulo Criminológico, n. 16, 1988, pp. 99-123; Luis G. GABALDON, “Patrones de respuesta policial y efectos en vecindarios de bajo y alto estrato socioeconómico en Venezuela”, Derecho Penal y Criminología, vol. XI, n. 38, 1989, pp. 67-84; y Luis G. GABALDON, “Hacia un modelo de desempeño de las agencias formales de control social”, Revista CENIPEC, n. 12, 1989, pp. 35-51.


� En los Estados Unidos, donde se publican anualmente unos 50 libros y centenares de artículos sobre la policía, entre las principales obras dedicadas al tema de la policía comunitaria en los cinco últimos años, cabe destacar las siguientes: H. GOLDSTEIN, Problem-Oriented Policing, New York, McGraw-Hill, 1990; C. KLOCKARS y S. MASTROFSI (ed.), Thinking About Police: Contemporary Readings, New York, McGraw-Hill, 1991; Peter C. KRATCOSKI y Duane DUKES (ed.), Issues in Community Policing, Cincinnati, Ohio, Anderson, 1995; J. McELROY y otros, Community Policing: The CPOP in New York, California, Sage, 1993; Linda S. MILLER y Kären M. HESS, Community Policing. Theory and Practice, Minneapolis, St. Paul, West Publishing Co., 1994; National Institute of Justice, Perspectives on Policing (una serie de doce boletines sobre la policía comunitaria), Washington, D.C., US Department of Justice, 1988-1990 y Community Policing, Washington, D.C., US Department of Justice, 1992; Kenneth J. PEAK y Ronald W. GLENSOR, Community Policing and Problem Solving. Strategies and Practices, New Jersey, Prentice-Hall, 1996; Dennis P. ROSENBAUM (ed.), The Challenge of Community Policing. Testing the Promises, California, Sage, 1994; J.H. SKOLNICK y D.H. BAYLEY, Community Policing: Issues and Practices Around the World, Washington, D.C., National Institute of Justice, 1988; y R. TROJANOWICZ y B. BUCQUEROUX, Community Policing: How to Get Started, Cincinnati, Ohio, Anderson, 1993. En Canadá, J. CHAKCO y S. NANCOO (ed.), Community Policing in Canada, Toronto, Canadian Scholar’s Press, 1993; Donald J. LOREE y Robert W. WALKER, Community Crime Prevention. Shaping the Future, Canada General Sollicitor, 1991; André NORMANDEAU y Barry LEIGHTON, A Vision of the Future of Policing in Canada. Police-Challenge 2000, Solicitor General Canada, 1990.. En Francia, C. MOUHANNA, Etude de l’expérience d’ilôtage à Roubaix, Paris, Institut des Hautes Etudes de la Sécurité Intérieure, 1992 y diversos números de los Cahiers de la Sécurité Intérieure.


� A su adopción y aplicación se suele atribuir, por ejemplo, la importante disminución de la delincuencia que desde hace más de un lustro se está dando en numerosas ciudades estadounidenses, en particular Nueva York.


� Por ejemplo, ¿qué se entiende por participación de la comunidad en la prevención del delito?, ¿con qué finalidades se ejercería?, ¿cuáles serían sus principales modalidades concretas?, ¿qué responsabilidades incumbirían a este respecto al Estado, a los organismos oficiales y a la comunidad?, ¿cómo evaluar la acción de esta última, así como su eficacia?, ¿cómo asegurarse que la participación comunitaria en la prevención del delito no supondrá que todos o la mayoría de los ciudadanos se convierten en vigilantes de la paz y el orden (la historia demuestra que la comunidad puede ser más represiva que  el sistema penal y también más conservadora), que mediante ella el Estado no multiplicará sus actividades de control social, que nunca se llegará a una sociedad “de mirada permanente”? (RICO y SALAS, op. cit., pp. 233-237).


� Irvin WALLER,  Current Trends in European Crime Prevention, Canada, Ministry of Justice, 1988; Catherine VOURG’H y Michel MARCUS, Security and Democracy, Le Forum. Analytical College on Urban Safety, 1993 Report, pp. 67-108 y Quebec, Partners in Crime Prevention: For a Safer Quebec, op. cit., pp. 169-174.


� Además de las obras generales indicadas en la nota precedente, véase Gloria LAYCOCK, “La première unité gouvernementale de prévention de la criminalité”, en La prévention de la criminalité en milieu urbain, op. cit., pp. 79-83.


� Marianne HAKANSON, “Le Conseil suédois de prévention de la délinquance (BRA) et la politique suédoise en matière de prévention de la criminalité”, en La prévention de la criminalité en milieu urbain, op. cit., pp. 65-77. 


� Jerzy SARNECKI, “Bilan des connaissances en Scandinavie”, en ROBERT (ed.), op. cit., pp. 216-225. 


� Sobre todo el 12e rapport du Comité Permanent de la Justice y du Solliciteur Général, presentado en febrero de 1993 a la Cámara de Comunes con el título Prévention du crime au Canada: vers une stratégie nationale.  


� CUSSON, “L’analyse criminologique et la prévention situationnelle”, op. cit., p. 147.


� “En el fondo, la prevención situacional supone una visión muy pesimista del mundo contemporáneo, donde sólo la coacción externa sería capaz de controlar las conductas desviadas en el actual contexto social” (GASSIN, “Les relations entre la prévention situationnelle et le contrôle de la criminalité”, op. cit., p. 270). 


� LAFREE y BIRBECK, op. cit., p. 74. 


� En los Estados Unidos, se acaba de publicar un informe considerado por el New York Time como la evaluación más completa de más de 500 programas de prevención aplicados en este país (Preventing Crime. What Works, What Doesn’t, What’s Promising, University of Maryland, Department of Criminology and Criminal Justica, Office of Justice Programs, February 1997). Dicha evaluación, efectuada por el National Institute of Justice, se inicia en 1996 con una petición del Congreso al Procurador General solicitando que esta institución llevara a cabo una evaluación integral de la eficacia de los fondos de más de 3.000 millones de dólares otorgados anualmente por el Ministerio de Justicia a los servicios policiales estatales y locales así como a la comunidad con la finalidad de prevenir el delito. Su principal resultado es constatar que algunos programas de esta naturaleza (que implicaban a las comunidades, la familia, las escuelas, el mercado de trabajo, los servicios policiales y los organismos de la justicia penal) han alcanzado los objetivos previstos,  mientras que otros, o bien no lo han conseguido, o bien son prometedores o bien finalmente no han sido estimados adecuadamente. Además, la eficiencia de los programas que han mostrado su valor o su carácter prometedor o innovador depende esencialmente del hecho de estar dirigidos a zonas urbanas con una alta concentración de violencia juvenil y de pobreza y donde se cometen la mayoría de los homicidios detectados en el país; así ha ocurrido, por ejemplo, en las ciudades de Nueva York, Boston y Kansas, donde se han observado reducciones considerables de este tipo de delitos.


� Estando en prensa la presente monografía, se ha efectuado en Costa Rica la evaluación de un plan piloto, el Proyecto de Policía Comunitaria, aplicado en la localidad de Hatillo, ubicada en la capital. Con este proyecto se pretende incorporar a la comunidad a la lucha contra la delincuencia y la inseguridad, habiéndose creado con esta finalidad cuatro subestaciones en la 7a comisaría (situada en Hatillo centro), que brindan servicios de patrullaje permanente en vehículos y a pie para reforzar el personal policial y el equipo motorizado de la zona, así como un Comité Asesor del Comandante de la Comisaría, en el que participan representantes de la comunidad, del comité de deportes, de los educadores, de las instituciones de salud y de la iglesia, quienes identifican conjuntamente los problemas de seguridad y sus posibles soluciones y les dan el seguimiento adecuado. Al cabo de un año de experiencia, la evaluación del proyecto ofrece los siguientes resultados principales: 


en cuanto a la criminalidad, el nivel de victimización ha bajado un 9,5% (en 1996, el 34% de los residentes declaraban no haber sido víctimas de algún delito; en 1997, ese porcentaje es del 43,5%); además, mientras que el 70,6% de los encuestados estimaban que la delincuencia había aumentado en el país, ese porcentaje era del 38% en la zona; sin embargo, la población sigue preocupada por el problema de la distribución y venta de drogas;   


en lo que respecta al sentimiento de inseguridad, ha bajado un 16,8% (en 1996, el 35,6% se sentían “muy inseguros, incluso en la casa”; en 1997, el porcentaje es del 18,8%); asimismo ha disminuido el temor a ser robado en la casa (el 53,6% en 1996 y 21,6% en 1997, o sea, una baja del 32%);


finalmente, la encuesta muestra una mejora de la imagen de la policía en la zona: los elevados porcentajes de la población (alrededor del 40%) que consideraban negativas algunas de las características de sus miembros (eficiencia, honestidad, disciplina, buena formación, confianza y buen trato) en 1996, las estimaban “regular” en 1997; esta mejora contrasta con la opinión negativa que dicha población tiene con respecto a los servicios policiales del país; y cuando el 35,2% declaraba en 1996 no haber visto policías en el barrio, ese porcentaje era del 7,5% en 1997. 


Estos resultados positivos han justificado la ampliación de la experiencia de Hatillo a otras comunidades.





Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com

